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“EL CONTRATO COLECTIVO DE TRABAJO EN EL DERECHO LABORAL Y EN
LA LEGISLACION SALVADOREÑA”
CAPITULO PRELIMINAR

Normas de carácter general que rigen las relaciones laborales. (Ley, reglamento interno de trabajo, contrato colectivo de trabajo, etc.)

Breve relación histórica sobre el origen y evolución del Contrato Colectivo de Trabajo. Su naturaleza jurídica, objeto, importancia y trascendencia en la vida de las relaciones laborales.

NORMAS DE CARÁCTER GENERAL QUE RIGEN LAS RELACIONES LABORALES. (LEY, REGLAMENTO INTERNO DE TRABAJO, CONTRATO COLECTIVO DE TRABAJO, etc.)

El hombre en sus relaciones con sus semejantes le asiste desde todo punto de vista el derecho de que le trate como persona. Y cuando presta un servicio, debe de recibir un tratamiento de naturaleza humanitaria, un tratamiento que le dignifique y que le sirva como un estímulo dentro de los de su especie, puesto que a estas alturas que vivimos, en pleno siglo veinte, el trabajo no es posible que sea considerado como un artículo de comercio. Por esa razón, el derecho del trabajo aparece en el mundo, como una reacción de rebeldía ante las injusticias existentes, para romper ese estado de esclavitud y vasallaje que era como una enfermedad crónica y que aún los grandes filósofos de la antigüedad la justificaron como de derecho natural. En fin el Derecho del Trabajo es la reacción genuina de espíritus rebeldes, que agotados por explotaciones injustas tratan de encontrar dentro de la norma legal una protección para el hombre que trabaja en una nueva estructura social, protección que marcando un límite en la ley a esos abusos de la voluntad omnímoda del patrono, recibirá más tarde su efectividad de parte del Estado.

La historia del hombre que trabaja está llagada de injusticias sociales. Era la voluntad del patrono y quizá mejor dicho la voluntad de su amo la que se imponía; la determinante para reconocer un salario de hambre a hombres que trabajan de sol a sol; para prolongar las jornadas de trabajo recargando al mismo tiempo las obligaciones originalmente impuestas. El Estado, que por ese entonces pasaba por un período de inestabilidad de su propia existencia, carecía de fuerzas suficientes para poder implantar un orden jurídico que se hiciere sentir por la imperatividad del mismo. Por esas razones el Estado gendarme guardaba profundo silencio ante esas situaciones desesperadas de la clase trabajadora que no encontraba ante quien recurrir para pedir la protección del caso.

Más tarde el Estado se siente fuerte, pero también la clase trabajadora empieza a cerrar filas y con una convicción más profunda de sus ideales y de sus aspiraciones empieza a luchar con más efectividad ante la clase social que los explotaba. Y si anteriormente el trabajador la única alternativa que tenía era buscar de puerta en puerta que patrón era el menos explotador, ahora los trabajadores empezarán a luchar en grupo para darle mayor respaldo a sus justas reclamaciones. Mientras los trabajadores se organizan por una parte, el Estado verá mientras tanto con malos ojos esas nuevas agrupaciones porque se cree que pueden poner en un momento dado en peligro su propia vida y por eso se les reprime con fuertes sanciones de carácter penal.

Los trabajadores no cederán jamás en sus luchas, lo que más tarde dará como consecuencia de ello, un reconocimiento por el Estado gendarme que les repelía. Pero como no se podía concebir un derecho distinto al civil consecuencia directa de la grana influencia de la tradición Romanista entonces lo lógico era que la relación del trabajo fuere asimilado a simples contratos de arrendamiento deservicio, o cualquier otro de los nominados en el Código y por ende prevaleciendo la autonomía de la voluntad de las partes contratantes. Esta situación acarreaba al no dudarlo la imposición de la voluntad de una de las partes contratantes siendo esta la del patrono.

Con el correr del tiempo ira apareciendo el derecho del trabajo como una ciencia nueva que amamantándose en las fuentes del viejo derecho civil llenará de contenidos nuevos sus propias alforjas para marchar hacia un camino distinto y regular situaciones diferentes. Así aparecen las primeras leyes que regularán la situación del hombre que trabaja para un patrono y creando entre ambos sujetos de la relación jurídica derechos y obligaciones. Y ese conjunto de normas jurídicas reguladoras de la conducta de esos sujetos ya mencionados de carácter imperativo se irán poco a poco imponiendo mediante el poder coactivo del estado para ir sentando nuevas bases dentro de esa comunidad de obreros y de patronos. Y esas condiciones de trabajo, reglas para su ejecución disposiciones disciplinarias, constituirán normas de carácter general que regularán las relaciones obreros patronales. El Reglamento interno de trabajo viene a ser un estatuto intermedio entre el contrato colectivo de trabajo y el contrato individual. Porque no olvidemos que muchas de esas prescripciones del contrato colectivo no se pueden practicar por sí mismo, ni tampoco en el contrato individual puede contener esas medidas detalladas, de donde resulta que el reglamento interno de trabajo se ajustará a las necesidades de la empresa y a sus necesidades.

Sin embargo, fuera de todo, hay un momento en que la clase trabajadora reconoce la importancia de sus objetivos, es decir esa luchar que tienda hacia la defensa de sus intereses de carácter económico y de carácter social. Será entonces como a través de este instrumento jurídico mal llamado Contrato Colectivo logra superar el contenido mínimo otorgado por la ley. Pero las relaciones laborales se encuentran también regidas por otras normas de carácter general como es el Contrato Ley.

No olvidemos también que la costumbre ha jugado un papel de suma importancia como fuente creadora de derechos. Ha sido entonces la voluntad del patrono que permitiendo la repetición de ciertos hechos ha ido creando nuevos derechos a la clase trabajadora. Y no olvidemos que siempre que una de las fuentes de derecho de que hemos hecho alusión conceda mejores derechos tiene que prevalecer sobre las demás. Y eso es que solo en esta forma el derecho del trabajo cuyo objeto principal es buscar la dignificación del hombre, lo alcanzará cuando se le proporcione al trabajador mejores condiciones económicas y mejores condiciones sociales.

Estas fuentes que regulan las relaciones obrero patronales se encuentran plasmados en el Art. 24 de nuestro Código de trabajo que literalmente dice: “en todo contrato individual de trabajo se entenderán incluidos los derechos y obligaciones laborales establecidos por este Código, las leyes y Reglamentos de Trabajo, Reglamentos Internos, y Contratos Colectivos de trabajo, los reconocidos en las sentencias que resuelven conflictos colectivos en las empresas de que se trate y los consagrados por la costumbre”.

Nuestro propósito ha sido desarrollar únicamente el Contrato Colectivo de trabajo, elevado a la categoría de precepto constitucional de conformidad con el art. 190 de nuestra Carta Magna, no obstante que en dicha disposición se habla de otras instituciones como es la Convención Colectiva de Trabajo y del procedimiento para uniformar las condiciones de trabajo en las diferentes actividades económicas, con base en las disposiciones que contengan la mayoría de los contratos y convenciones colectivas de trabajo vigentes en cada clase de actividades, conocido en nuestro Código como el contrato Ley.

No hacemos un estudio de estas instituciones jurídicas, no porque carezcan de importancia sino porque consideramos que la convención colectiva, tal como ha sido regulado en forma artificiosa por nuestros legisladores en una misma cosa; pero que vistos desde un ángulo distinto y más apegado a la realidad de esas instituciones son cosas diferentes.

El Contrato Ley de ninguna experiencia en nuestro medio podrá ser tal vez objeto de un estudio aparte al de esta tesis doctoral cuando ya su aplicación haya fructificado en este suelo nuestro.

Hemos hablado de generalidad, tomando en cuenta que en la empresa se aplicarán las normas a todos los trabajadores sin distinción alguna aunque comprendemos que la característica de generalidad es propia de la ley en sentido formal.

Breve relación histórica sobre el origen y evolución del Contrato Colectivo de Trabajo.

Los autores están conformes en afirmar que el Contrato Colectivo de Trabajo nace a fines del siglo XIX y que es producto de ese resentimiento de la clase trabajadora ante la actitud pasiva del estado en la resolución de los problemas de carácter económico. Su nacimiento es una consecuencia de la libertad para asociarse de que gozaban los trabajadores y de la misma existencia de los sindicatos.

Sin perjuicio de lo anteriormente afirmado no faltan quienes quieran encontrar algunas manifestaciones de estos pactos en la edad media, y para ello traen a cuenta ciertas luchas que se desataron en el interior de las corporaciones entre los compañeros y los maestros quienes juntamente con los aprendices formaban la estructura de ese sistema cerrado que prevaleció por aquellos tiempos.

De todos estos miembros integrantes de la corporación los compañeros tenían más conciencia de su clase, mientras que los maestros ya no quisieron considerarse tuteladores de los intereses de los compañeros como lo habían sido anteriormente, sino que sienten un despertar en su pensamiento y una necesidad en sus ambiciones de ser pequeños empresarios y deseos ilimitados de explotación.

En el sistema corporativo se establece en forma arbitraria las condiciones de trabajo sin que el Estado tuviera intervención para la defensa de los intereses de la clase trabajadora. Se dice que entre las cláusulas que se les presentaron a los maestros figuraban las siguientes peticiones: a) Las condiciones para admitir a los compañeros y aprendices en los talleres de los maestros para que estos últimos utilizarán los servicios de los primeros; y b) Se fijada el salario que deberían devengar los compañeros.

Por el hecho de encontrar en estas estipulaciones anteriores alguna similitud con los contratos colectivos de trabajo actuales, es que no faltan autores que quieran ver su origen en las agrupaciones cerradas de la Edad Media.

La Oficina Internacional del Trabajo reconoce que allá por los años de 1862 se celebró en Inglaterra el primer contrato colectivo de trabajo tal como lo conocemos hoy en día, entre los tejedores de lana y sus patronos.

En el contrato colectivo de trabajo como es una presupuesto de su existencia el hecho de que una de las partes contratantes lo sea un sindicato, y conforme otras legislaciones un grupo de trabajadores, esto nos da la pauta para sostener que su existencia fue difícil concebirla bajo el imperio de la Ley de Chapelier y de la legislación penal francesa allá por los tristemente recordados años de 1810.

Este instrumento de indispensable necesidad en el Derecho Colectivo de Trabajo y complemento de la asociación profesional para la consecución de sus fines tiene su aparecimiento como una respuesta categórica de parte de los trabajadores ante la actitud de indiferencia y de complicidad del Estado, quien favoreciendo en ese sentido al capital, dejaba que la voluntad omnímoda del patrono estableciera en forma unilateral condiciones a cual más gravosas y salarios de hambre a sus trabajadores.

En las empresas los patronos formulaban sus reglamentos internos de trabajo en donde aparecía la condición del servicio, la duración de la jornada de trabajo, los salarios, las horas de entrada y de salida, etc., y obligando con ello a que aquel trabajador buscara trabajo como condición sine-que-non se tuviera que adherir a esos reglamentos. Así nos damos cuenta, como el reglamento que se preparaba en forma unilateral por el empresario hacía las veces del contrato colectivo al determinarse las condiciones generales de la prestación de los servicios.

Más tarde este Reglamento es sustituido por el contrato colectivo de trabajo producto o consecuencia directa de la lucha incansable librada por los trabajadores, quienes en todo momento tratan de presionar al empresario para igualar su posición desventajosa y borrar en cuanto las circunstancias lo vayan permitiendo las inequidades de tiempos pasados.

Parece ser difícil seguir la trayectoria de todo el desarrollo del contrato colectivo de trabajo, por lo que creemos que tener una visión general y esquemática de las fases por las que ha atravesado, logramos con ello alcanzar nuestros objetivos. Así podemos decir que en el desarrollo de esta Institución Central del Derecho Colectivo del trabajo se distinguen las siguientes épocas: 1) Su prohibición, que es una etapa previa; 2) Su tolerancia, resultado de haberse levantado las prohibiciones contra la coalición y la asociación profesional, 3) Su explicación por el Derecho Civil, 4) Su reconocimiento en las leyes civiles; 5) Su reglamentación en las leyes especiales; y 6) Su elevación a garantía constitucional.

Se puede sin temor a equivocarnos, que el Contrato Colectivo de Trabajo sigue una trayectoria paralela a la asociación profesional y los vía crucis del uno son los dolores del otro. Igual camino se le podría atribuir en nuestra legislación positiva. Para ello bastaría revisar nuestras Leyes Penales, en donde encontraremos las prohibiciones para las coaliciones, a las que se combatió por este medio de la fuerza, de donde se puede afirmar que siendo prohibido aún la existencia de los sujetos titulares del Derecho de Contratación, era lógico que no se pudieran celebrar contratos colectivos de trabajo. Hoy felizmente, el Contrato Colectivo está plasmado como una conquista en nuestra Constitución vigente y la clase trabajadora tiene en sus manos el camino para luchar contra las iniquidades e injusticias existentes y los medios coercitivos necesarios para hacer valer sus pretensiones ante los Tribunales correspondientes, cuando la intransigencia o la incomprensión de patrono alguno no quiera comprender el momento histórico que vivimos.

SU NATURALEZA JURIDICA

El Contrato Colectivo de trabajo cuyo nacimiento ya vimos, se remonta al siglo pasado, poco tiempo antes que las asociaciones profesionales nacieran a la vida jurídica, reviste una importancia encomiable ya que representa el instrumento a través del cual la clase trabajadora logra alcanzar mejores condiciones de trabajo.

Es precisamente a través de él que los trabajadores cuyas pretensiones son idénticas y cuyas necesidades apremiantes no se diferencian las del uno con las de los demás, logran superarlas y al mismo tiempo logran combatir las injusticias que les acosan. Y en esta forma vemos que hay una democratización de la empresa, pues ya no se repetirán las épocas anteriores donde la voluntad arbitraria del patrono se impone, donde la voluntad absoluta del patrono fijaba el precio de los servicios en forma unilateral, quedándole al trabajador únicamente la escogitación del patrón menos explotador.

El contrato colectivo de trabajo nace como una consecuencia del fenómeno social del siglo pasado. Y es que no podía ser de otra manera la mayor parte de los del presente, han tomado sus enseñanzas en la tradición romanista, en otros términos en el Derecho Civil.

Entonces, estando acostumbrados a razonar con base en ese patrón de rigidez, donde los jueces teniendo los mismos elementos que las mismas leyes le marcan solamente, tienen que emplear un procedimiento lógico para sacar la conclusión aplicable al caso, y en esta situación es claro y de fácil explicación que no admitan esta figura jurídica del Contrato Colectivo de Trabajo.

Y es que se olvidan que el Contrato colectivo de trabajo, es una institución que se sale de los moldes marcados sobre el Código y el Derecho Civil. Puesto que de acuerdo con la tradición romanista y con el Código de Napoleón, las únicas fuentes de las obligaciones eran la ley y el Contrato. Y encontrando similitud con el contrato, solo faltaba encajarlo en cualquiera de los tipos contemplados por el Código Civil, y en dado caso que no se encontrara similitud, pues asegurar que se estaba frente a un contrato innominado.

En otras palabras, el gran problema que se presentaba para los doctrinarios del Derecho de aquel entonces, cuando se encontraron frente a una figura jurídica, nueva como era el contrato colectivo de trabajo, era determinar su naturaleza y para ello, tenían que buscar en su estructura la existencia de elementos de otros contratos de los conocidos y contemplados por el Código civil.

Fue, consecuencia de esa diversidad de opiniones la que acarreó el nacimiento de diversas escuelas o teorías que a todas luces se esforzaron por atraer la admiración de los estudiosos. Tales teorías pueden agruparse para la facilidad de nuestro estudio así: a) Teorías Civilistas; b) Teorías de Transición; y c) Teorías Jurídico Sociales.

Los autores luchan por encontrar una fórmula que explique satisfactoriamente el contrato colectivo de trabajo, y esto los lleva a reaccionar tal figura jurídica con el Contrato Individual de Trabajo. Claro es, que las primeras manifestaciones serán relacionar el Contrato Individual con el Contrato Colectivo, tomando en cuenta que este último representaba un convenio sobre condiciones de trabajo. Y es que de acuerdo con el art. 17 de nuestro Código de Trabajo, el Contrato individual es el convenio verbal o escrito del cual una persona natural se obliga a prestar sus servicios a otra natural o jurídica, bajo la dependencia de esta y mediante un salario.

Los autores encontraron la existencia de dos obligaciones principales y concretas, siendo una de ellas, la prestación de un servicio que correspondía al trabajador, y en compensación a ese servicio, pago de un salario de parte del patrono. En el Contrato Colectivo nacen las obligaciones de que aquellas condiciones alcanzadas en las distintas cláusulas del contrato y cuyos postulados traspasan el límite mínimo establecido por la Ley y que deben ser más tarde incorporados a los respectivos Contratos Individuales de Trabajo.

Si bien es cierto, que cada parte adquiere una obligación de hacer pero esa obligación es diversa. Por eso Lotmar, sostiene el Contrato Colectivo, no es un Contrato de Trabajo sino que más bien está destinado a regir los Contratos Individuales de Trabajo y determinar su contenido por eso hace la consideración de que el Contrato de Trabajo, viene a ser entre los contratantes una promesa de trabajo y una promesa de salarios. De todo ello se deduce que según esta posición adoptada, que el Contrato Colectivo no genera ni obligaciones de prestaciones de servicios ni obligaciones de pagar salario alguno. Más tarde, los autores comprendieron que la posición anterior no explicaba la naturaleza del Contrato Colectivo y entonces creen encontrar la salvación en el contrato preparatorio. En otras palabras, el objeto será la celebración de otro contrato posterior.

No olvidemos que en todo contrato preparatorio, nacen también obligaciones que consisten en compromisos que las partes contratantes contraen para la celebración de un contrato en el futuro, sucediendo esto ya sea debido a que las partes pueden tener en ese momento alguna imposibilidad que justifique el traslado de la celebración a una fecha futura, como puede suceder también que las partes no quieran celebrarlo en esa fecha. Pero la situación planteada no es precisamente la del contrato colectivo, puesto que en ningún momento los trabajadores contraen compromisos algunos de celebrar contratos individuales. En el contrato preparatorio, la obligación es de hacer, puesto que hay un compromiso a celebrar un contrato a una fecha determinada en el futuro. Esta tesis de la transacción también fue más tarde desechada por demostrarse la falsedad de la misma. Porque en la realidad puede darse el caso de que el sindicato titular del derecho, presente un proyecto de Contrato Colectivo y que la parte patronal lo acepte sin hacerle modificaciones ni objeciones de ninguna clase.

Además el Contrato Colectivo es fuente primaria de relaciones jurídicas, mientras que la transacción intervienen con posterioridad para modificar o precisar las relaciones jurídicas existentes, de donde se puede decir que si bien es cierto, que la transacción es un acto jurídico, pero supone la existencia de otro. Tampoco la consideración de ser un contrato de SOCIEDAD, puesto que no se ve ese esfuerzo de aunar sus fuerzas o sus bienes para la realización de un fin común, que a nuestro modo personal de ver, es distinto a la situación de que el contenido general de las condiciones pactadas nacidas de ese esfuerzo de compensación y de superación canalizados a través de una negociación, entren a formar parte del patrimonio individual de cada trabajador y que tome vida y efectividad en cada contrato individual de trabajo de los trabajadores presentes o futuros.

Otros ven en el Contrato Colectivo de Trabajo, una GESTION DE NEGOCIOS realizada por el sindicato en beneficio de sus miembros. De tal suerte que era hasta el momento en que se celebraba el contrato individual de trabajo con lo que se ponía de manifiesto la ratificación del contrato colectivo de trabajo.

Debido a los problemas que se presentaban en este enfoque se cambia de ideas para buscar en el derecho y Código Civil, algunas otras figuras de contrato que se asimilaran al Contrato Colectivo de Trabajo o con el cual se pudiera explicar con más satisfacción la naturaleza de dicho contrato. Y es así como se llega a sostener que se trata de un MANDATO, luego de un mandato complejo no faltando sostenedores que hablen de una estipulación a favor de tercero. Concluida la operación entre mandante y mandatario se fijaban las obligaciones y los derechos de los trabajadores.

Al principio esta teoría como era de esperarse fue recibida con aplausos y admiración, siendo muchos los que se adhirieron a su defensa.

Pero como era de esperarse las especulaciones de los espíritus incansables no habían llegado a su fin. Y así comienza a hacérsele observaciones como la de que el mandato se debe de hacer en forma expresa, y con base en este postulado era necesario que los trabajadores, miembros del sindicato contratante debieran otorgarlo ese mandato al sindicato porque de lo contrario no estaría contratando con el empresario en nombre de ellos. Luego ante esta crítica se sostuvo que lo que sucedía era que cada trabajador le otorgaba mandato al sindicato para gestionar las condiciones de trabajo y que al ser aprobados por el socio se ratificaba el mandato. 

La exposición fue indudablemente bien planteada y la defensa que sus acreedores le hicieron, llenaron todos los vacíos que se pudieran prestar desde el punto de vista del Derecho. Pero no obstaculizaba que se derogara el contrato colectivo de trabajo porque el mandante y terceros podían modificar lo pactado con el mandatario.

Desechada la teoría del mandato no obstante la admiración que causó entró a jugar su papel importante la ESTIPULACION A FAVOR DE TERCEROS. En ésta el Sindicato actúa como estimulante, los patronos como prominentes y entre ambos firman las condiciones de un acuerdo colectivo que va a repercutir a favor de los terceros que en ese caso no pueden ser más que los trabajadores, miembros del sindicato.

Sin embargo como las anteriores teorías adolecían también de efectos que pronto se le fueron notando. Y es así como los trabajadores que recibían el beneficio de la estipulación no adquirirían obligaciones y las podían rehusar y con esto se estaba privando al contrato colectivo de todos sus efectos.

Además con la estipulación a favor de terceros se estaban otorgando solo beneficios en tanto que en el Contrato Colectivo de trabajo se deban además de beneficios obligaciones. En vista de que efectivamente no podrían salvar las objeciones ni explicar con precisión este fenómenos social distinto a la naturaleza civilista, pero con mucha semejanza se lanzaron los doctrinarios hacia una nueva figura, una creación artificial, queriendo en este caso encontrar la mejor explicación en la teoría de la personalidad moral ficticia de la asociación profesional. 

Ellos sostienen que cuando una persona jurídica contrata quien efectivamente estaba contratando, eran los trabajadores de la asociación, es decir que ellos son los verdaderos titulares de los derechos y obligaciones y debido a esta circunstancia es que quedaban obligados a cumplir el contrato colectivo de trabajo. Si bien es cierto, que la obligación de que el contenido del contrato colectivo de trabajo, se tenía que respetar nacía inmediatamente, eso no constituía obstáculo de ninguna clase, puesto que siempre quedaba la puerta abierta para que fuera destruida mediante el acuerdo distinto que cada trabajador podía llegar con el patrono.

Continuando nuestro desarrollo, entramos al estudio de alguna de las teorías que forman el grupo de las teorías de transición. 

Al entrar en la asociación, patronos y obreros se someten, por anticipado, a las decisiones de las mayorías. Al hacerlo consienten de una vez por todas en inclinar sus voluntades individuales ante la voluntad colectiva que el principio mayoritario permite conocer”.

En esta teoría se reconoce una voluntad que es la de la mayoría sobre la voluntad de las minorías, y no acepta sino que a los sindicatos para la conclusión de los pactos colectivos. Pero no es posible que los asociados se sometan sólo por el hecho de ingresar al sindicato.

Querer determinar la naturaleza del contrato colectivo de trabajo desde el punto de vista civilista, es enfocar el problema en forma errada, o no comprender la naturaleza de este fenómeno.

Desde esa comunidad de intereses donde se agrupan las esfuerzas productivas, donde los intereses individuales se superan por la potencia de la profesión. La profesión es esa comunidad que resulta del ejercicio habitual de un trabajo.

Durand y Jausand presentan como caracteres los siguientes: “a) la profesión constituye una comunidad económica, todas las empresas pertenecientes a una misma profesión, forman parte de un mismo medio; b) la profesión configura una comunidad técnica des del punto de vista patronal, c) la profesión se caracteriza por particularidades sociales: mineros, obreros, campesinos, etc. De donde cada uno de esos grupos profesionales, posee sus tradiciones, su sicología y sus aspiraciones”.

Podemos decir que la categoría profesional se encuentra representada por una colectividad de individuos que tiene que desarrollar una función determinada dentro del proceso de la producción, y que se reúnen para la defensa de los intereses que les son comunes y que tienen su origen en esa función. Y es que el individuo que es sociable por naturaleza, manifiesta ese instinto y adentro del núcleo familiar o ya dentro de la profesión que es el elemento de integración más fuerte que se conoce después del vínculo sanguíneo.

Pues será dentro de esa comunidad de intereses, de esas categorías económicas y de esa categoría técnica donde la colaboración social tiene que desempeñar un papel de gran importancia y dentro de esa comunidad representada por patronos y trabajadores: donde no encontremos diferencia de propietarios, gerentes, secretarios, contadores, porteros, etc., es decir desde el empleado más alto hasta el simple portero o mozo de servicio, encontraremos derechos y obligaciones que se tienen que cumplir, normas que regulen las relaciones entre los unos y los otros, normas que tienen su origen en la voluntad de las partes contratantes en donde debemos buscar la naturaleza del contrato colectivo de trabajo. 

Pues es enfocando estos, entes sociales que desarrollan sus actividades dentro de la misma sociedad, que luchan por mejor las condiciones de la clase trabajadora y superar el derecho legislado en su contenido social lo que se debe de tomar en cuenta para llegar a determinar la naturaleza del contrato colectivo.

No debemos olvidar que si el mismo Estado, le concede el privilegio a ciertos entes sociales de menor importancia la creación de derechos, con mucha más razón lo será cuando se trata de estos entes que representando esa comunidad de intereses profesionales, estén creando derechos que regularán ese conjunto de relaciones que tienen a la superación de unos en tanto repercuten en la paz para los otros.

Y ese conjunto de relaciones de esa comunidad entre la categoría profesional y la categoría económica tendrá que ser regulado por un Instituto que no puede ser otro que el contrato colectivo de trabajo. Pues será desde este punto de vista de donde se tiene que analizar su naturaleza y no buscando su semejanza con contratos de naturaleza civil que es un grave error o una necesidad científica.

Ya es hora de que comprendamos de que el Estado ya no debe tener el monopolio de crear derechos, porque la convivencia de esa comunidad entre representantes patronales y trabajadores, necesitan ciertas prácticas que crean sentimientos o convicciones que le señalan al grupo tomar una actitud que no perturbe la solidaridad social, que repercutirán en normas de conducta que el Estado las debe de reconocer. 

Pues la realidad existente de que en la producción de artículos estarán los grupos definidos, intereses de patronos y trabajadores que necesitan conciliarse, nadie puede negarlo, y que será de urgente necesidad que entren en contacto para suprimir esfuerzos por lo que no queda menos que reconocer que el derecho se debe conformar a la realidad, razón por la cual no puede seguir siendo monopolio del Estado.

Por ello creemos que el contrato colectivo de trabajo debemos de considerarlo como el acto jurídico de esos entes sociales que tienen capacidad para crear su propio derecho, estructurarlo y regular las relaciones dentro de la comunidad de la categoría profesional y económica.

En cuanto al perfeccionamiento del contrato colectivo de trabajo consideramos que es de naturaleza consensual, es decir, que se perfecciona por el consentimiento de las partes y no por la inscripción del mismo en la sección de asociaciones profesionales del Ministerio de Trabajo y Previsión Social, como es la creencia de algunas personas que sostienen que es de naturaleza solemne.

Consideramos de mucha utilidad, recordar el concepto que el Código Civil nos da contrato solemne y de consensual. 

Para ello traigamos a cuenta el Art. 1314 del Código Civil que nos dice, que el contrato es solemne, cuando está sujeto a la observancia de ciertas formalidades especiales, de manera que sin ellas no produce ningún efecto civil; y consensual, cuando se perfecciona por el sólo consentimiento.

Los que sostienen que es solemne, se basan en las disposiciones de los Arts. 233 y 234 del Código de Trabajo. 

Los sostenedores de la tesis de la solemnidad, se aferran especialmente en el art. 234, donde se dice que la existencia del contrato colectivo de trabajo, sólo puede probarse por medio del documento respectivo debidamente inscrito o mediante certificación de la inscripción extendida por la sección correspondiente del Ministerio de Trabajo.

Será posible entonces, que la Ley solamente permita como prueba en primer lugar, el documento debidamente inscrito o sea el contrato colectivo de trabajo discutido y aprobado que lleva la razón puesta por la sección del Ministerio de Trabajo y en segundo lugar, por medio de la certificación de la inscripción extendida por la misma sección?

O es que en realidad la Ley, lo que no quiere es decir que solamente esta clase de prueba tendrá valor para probar que el contrato colectivo existe y que las otras clases de pruebas como la testimonial y aún la documental no tienen ningún valor?

Pero qué valor podrá tener un contrato colectivo de trabajo que en forma voluntaria se celebra entre un sindicato de trabajadores y un patrono ante los oficios de un notario? Será posible entonces, que una escritura pública tenga menos valor que la certificación extendida por la sección de asociación profesional del Ministerio de Trabajo que no es sino que un documento auténtico?

Nosotros consideramos, que en este último caso tendrá valor las estipulaciones de las partes contratantes, puesto que la voluntad de las partes que han participado en la estipulación y que han ido más allá de lo que la Ley contempla, debe prevalecer y tener valor. 

Por ello consideramos que el contrato colectivo de trabajo, es consensual y que las partes contratantes pueden hacerle nacer, ya sea desde el día de la inscripción en el registro, varios días después de la inscripción y aún darle efecto retroactivo.

Lo anterior lo confirma el Art. 229 del Código de Trabajo en su literal c) cuando se nos habla del contenido del contrato colectivo, en el cual es la voluntad de las partes manifestando su voluntad, la que determina la fecha en que entrará en vigor. 

La inscripción a nuestro modo de ver, es de carácter procesal, el único papel que desempeña es en cuanto sirve para establecer la existencia legal del contrato.

No olvidemos, que el espíritu de todas las instituciones de nuestra legislación laboral, es la protección de las clases trabajadoras de donde todo aquello que tienda a favorecerle, se entenderá como una protección a su debilidad.

La razón de ser de este reconocimiento, se encuentra en el sentido de que la Ley debe siempre proteger, la estabilidad de los directivos sindicales. Porque de lo contrario podría darse el caso de que el primero de junio del corriente año, se constituye digamos una asociación profesional o sindicato, pero el decreto de su reconocimiento se da un mes después de su Constitución.

Si la Ley no reconociera esta situación, el patrono encontraría el camino abierto para despedir a aquellos trabajadores que hubieran sido nombrados directivos sindicales y entonces el despido, produciría plenos efectos, puesto que dichos representantes no estarían garantizados. Por eso la ley fue previsora en ese aspecto, confirmándolo en el Art. 49 del código de Trabajo, cuando nos dice que no se podrá dar el terminado el Contrato de Trabajo de las mujeres embarazadas NI DE LOS MIEMBROS DE LAS DIRECTIVAS DE LOS SINDICATOS CON PERSONALIDAD JURIDICA O EN VIA DE OBTENERLA, et.

Como podemos apreciar, situaciones similares como son, la Constitución del sindicato para garantizar a los directivos nombrados antes de que se dé el decreto correspondiente, y la contratación llevada a cabo entre un sindicato de trabajadores y un patrono en que la voluntad de ellos, capaces de crear derechos, estipulan condiciones superiores a las legales que más tarde tendrán que desembocar en los contratos individuales de trabajo, sin necesidad del requisito de la inscripción. De lo contrario, las partes solamente podrían crear derechos mediante la inscripción o condicionada a ella, lo que no nos parece de acuerdo, al espíritu de una legislación protectora de los trabajadores.

OBJETO

En una forma generalizada, nos habla el Código de Trabajo en su Art. 268 del objeto del Contrato Colectivo de Trabajo.
Esa forma generalizada, la encontramos cuando establece, que el objeto será “regular durante su vigencia, las condiciones que regirán los contratos individuales de trabajo en las empresas de que se trate y los derechos y obligaciones de las partes contratantes”.

Sin embargo, consideramos que para ver el objeto del Contrato Colectivo de Trabajo, es necesario que llevemos nuestro estudio hasta el objeto de la asociación profesional. Y una vez encontrados, cuáles son sus fines, sí estaremos frente al verdadero objeto del contrato colectivo, puesto que este no es sino que el instrumento de que se vale el sindicato para lograr alcanzar sus fines.

Para ello, traigamos a cuenta el Art. 181 que nos da la pauta y donde se establece que el objeto de la asociación profesional, es la defensa de sus intereses económicos y sociales. Pero la asociación profesional solamente logra defender sus intereses económicos y sociales, por medio del Contrato Colectivo de trabajo. De ahí que la consideración que hace el Art. 268 del objeto, la encontramos en el contenido del Contrato Colectivo en lo referente al aspecto normativo, por lo que es diminuta, ya que no solamente las condiciones que desembocarán en los contratos individuales, será el fin a perseguir sino que también lograr defender los intereses sociales.

Ya la Ley de Sindicatos de nueve de agosto de 1950 en su art. 2 inc. 1°., establecía claramente el objeto del Sindicato cuya realización se lograba precisamente a través del contrato colectivo de trabajo. En esa ley, se decía que los sindicatos se constituirían y funcionarían exclusivamente para el estudio, mejoramiento y protección de los intereses económicos y sociales de sus miembros. “Y es que no se debe olvidar, que la asociación profesional tiene sus raíces en la necesidad de mejorar las condiciones de trabajo y que su objeto no puede ser otro que el de proteger a quienes se agrupan en forma estable para alcanzar mejores resultados de su actividad laboral. Por eso García Oviedo, sostiene que, “la defensa de los intereses económicos del gremio o de sus individuos, el mejoramiento material de la vida de sus componentes, su elevación intelectual o moral la protección contra los infortunios, cuando no la reglamentación del oficio y de la determinación técnica de los trabajos, constituyen junto o aislados, los motivos que han llevado a sindicarse a ambos factores de la producción”.

Y precisamente, estos objetivos las asociaciones profesionales, solamente lograrán alcanzarlos a través de los Contratos Colectivos de Trabajo, pues seré en su contenido donde la voluntad de las partes se pondrá de manifiesto llevando su intención a sobrepasar el contenido de la Ley común. Es por estas circunstancias que para enfocar mejor el problema desde un punto de vista más amplio es que tomamos como punto de partida, lo que la ley le señala a las asociaciones profesionales como objetivo, puesto que el Contrato Colectivo es el instrumento con que tiene que lograrlo.

IMPORTANCIA

EL Contrato Colectivo de Trabajo al permitir que tanto el patrono como los trabajadores representados por el Sindicato correspondiente, pactan en un plano de igualdad, permite la democratización de la empresa, se reconoce al trabajador no como si se tratara de un esclavo, sino de un hombre con dignidad. Esto nos está poniendo de manifiesto, que las partes son capaces de crear derechos a favor de la clase trabajadora. En estas circunstancias se está tomando atribuciones que corresponde exclusivamente al Estado, quien las ejercita a través del Poder Legislativo.

El Contrato Colectivo, reviste gran importancia si tomamos en cuenta que viene a sustituir la situación desventajosa para la clase débil en la contratación individual. Ya Garriguet nos dice que esas desventajas se pueden reducir a las siguientes: a) que no deja a salvo bastante la igualdad de medios que deba haber entre los contratantes; b) que el contrato individual de trabajo, favorece la competencia entre los obreros y esa competencia cede en detrimento suyo; y c)que el contrato individual de trabajo, que convenía mucho al régimen del pequeño taller y del oficio de familia se armoniza mucho menso con el régimen de la gran fabricación y del maquinismo.

El Contrato Colectivo de Trabajo, es fuente de derechos, puesto que los derechos que nacen de la contratación se harán valer contra aquella de las partes que se niegue a cumplirlas.
Por medio de él se mejora el derecho legislado porque como ya dejamos explicado el mínimo marcado por la Ley secundaria, es superado como lo demostraremos al estudiar el contenido del mismo.
Representa el campo donde el derecho se vuelve concreto y que más tarde tendrá que vaciar su contenido en los contratos individuales, es decir, que ese contenido de proyecciones generales se tendrá que individualizar.

No han faltado quienes aseguren de que el contrato colectivo, solamente puede considerarse como una conquista de los trabajadores y por tanto solamente en beneficio y defensa de esa clase. Sin embargo, la realidad contemplada en esta clase de negociaciones, es distinta puesto que las ventajas que se acarrean son recíprocas o sea para ambas partes contratantes.

Los trabajadores logran mejores condiciones de trabajo, se pone en práctica el principio de la igualdad, de que a trabajo igual salario igual, en aquellas empresas donde haya idénticas circunstancias. Porque de lo contrario, si no mediare la contracción colectiva, la discriminación prevalecería y se le considerarían a algunos trabajadores, mejores ventajas que a otros.

Podemos afirmar que el Contrato Colectivo, representa un medio positivo de hacer factible la creación de servicios sociales a favor de los trabajadores tales como clínicas Médicas, Escuelas, etc.

Hay países en donde los sindicatos han logrado que los trabajadores participen de las utilidades de la empresa, pero no de sus pérdidas, lo que se puede considerar como un verdadero triunfo.

El contrato colectivo, no solamente involucra ventajas para la clase depauperada, sino que lleva invivito ventajas también para la parte patronal contratante. Además, cuando los trabajadores logran obtener mejores condiciones en la contratación, esa situación aunque pareciere falsa, repercute en beneficio de la empresa, puesto que los trabajadores, teniendo mejores ingresos, tendrán mejores oportunidades de alimentarse y de prepararse para el trabajo lo que acarreará un rendimiento más eficiente en la producción de la empresa, ya que jamás podrá establecerse comparación en el rendimiento de n trabajador hambriento y enfermizo y un trabajador bien alimentado y saludable.

Lo anterior ha dado lugar a sostener que la Ley siendo muy lenta en su violación en reconocer la realidad social, en acomodarse a la misma, jamás alcanzará al contrato colectivo, el que presenta esa flexibilidad que le es propia y que al mismo tiempo le permite efectuar cambios constantemente.

Denominaciones del Contrato Colectivo.
El Contrato colectivo de Trabajo ha sido denominado de diversas maneras según los autores que han tratado de explicar su estructura jurídica. Gronda, por ejemplo expresa, que en la legislación francesa se le conoce con el nombre de Convención Colectiva de Trabajo. Barella, les denomina Concordatos de trabajo, ya que ve en el desenvolvimiento de esta figura jurídica, una forma que sirve para llevar la paz entre los factores de la producción: capital y trabajo. Otras denominaciones han sido: convenciones colectivas de trabajo, tratado intersindical, concordato intersindical, reglamento corporativo, convenio de normas de trabajo, pacto colectivo de condiciones de trabajo y contrato de tarifas.

El término contrato colectivo, en la moderna terminología jurídica, es sinónimo de convención por lo que puede usarse indistintamente. Y esto, no nos debe extrañar si tomamos en cuenta que estamos colocados frente a una ciencia nueva, donde su terminología tiene que ser distinta a la civilista. Si el acuerdo de voluntad de las partes tiene por objeto crear obligaciones, la convención recibe el nombre específico de contrato, que “es la convención generadora de obligaciones”, o “el acuerdo de voluntades de dos o más personas destinado a crear obligaciones”.

Según los autores, la convención es un término más amplio que el contrato, de donde podemos decir, que todo contrato es una convención, pero que no toda convención es un contrato.

Nuestro Código civil en su Art. 1309 nos dice: que contrato es, una convención en virtud de la cual una o más personas se obligan para con otra u otras, o recíprocamente a dar, hacer o no hacer alguna cosa. 
Pero bien, esta explicación civilista, solamente nos sirve para remozar los conocimientos que hemos adquirido en el estudio del Derecho Civil. Y como ya sentamos la base de que la convención y el contrato colectivo es una misma cosa, nos corresponde ahora analizar en nuestra legislación positiva, cuál ha sido la mente de nuestro legislador, al regular el contrato y la convención colectiva en capítulos separados, como si se tratara de cosas distintas, pero que en el fondo solamente se diferencian por los sujetos que participan en la contratación colectiva.

Desde ya podemos afirmar, categóricamente que la división artificial que se ha hecho en nuestro Código no es sino el producto de un error constitucional y que el desarrollo de la legislación secundaria, solamente ha buscado cómo acomodar esas dos figuras jurídicas, sin importar cosa alguna que conforme al Art. 252 del Código de Trabajo, se establezca que todo lo relativo al contenido de la convención colectiva, efectos de la misma, inscripción en el registro correspondiente y prueba de su existencia se rige de conformidad al capítulo que trata del Contrato Colectivo de Trabajo.

Ante la afirmación que queremos demostrar, no nos queda recurso que buscar en los archivos del tiempo, en la historia fidedigna del establecimiento de una disposición y estudiar las circunstancias en que nació para que reconstruyendo el espíritu del legislador, determinemos cual fue su mente al engendrar esta figura jurídica, que ahora es objeto de nuestro estudio. Regirán en las empresas que hubieren estado representadas en su celebración, no solamente para los trabajadores afiliados a la organización profesional que los suscribió, sino para los demás trabajadores que formen o lleguen o formar parte de esas empresas. La Ley fijará el procedimiento para extender los contratos y convenciones colectivas a toda la actividad para la cual se concertaron y para ampliar su ámbito de validez territorial.

El contrato colectivo rige en las empresas que hubieren estado representadas en su celebración, no sólo para los contratantes, sino para los demás trabajadores que formen o lleguen a formar parte de la misma empresa. Por disposición gubernativa, la aplicación de un contrato colectivo puede extender a toda una rama de la industria o a determinada región o a todo el territorio del Estado”.

Como vemos, en esa disposición del proyecto, no se nos habla en absoluto de convención colectiva de trabajo, sino que solamente de contrato colectivo de trabajo. En cambio en la exposición de motivos de la Carta Interamericana de Garantías Sociales, se nos habla de convención y de contrato colectivo, ampliando ambas expresiones como sinónimo. Y con el único objeto de presentar una visión amplia del problema que estudiamos, nos permitiremos transcribir la exposición de motivos de esta disposición que al respecto dice: Redactado por el señor Mario de la Cueva: Art. 18) la Ley reconocerá y reglamentará los contratos y convenciones colectivas de trabajo. Regirán a las empresas que hubieren estado representadas en su celebración, no solamente para los trabajadores afiliados a la organización, no solamente para los trabajadores afiliados a la organización profesional que los suscribió, sino para los demás trabajadores que formen o lleguen a formar parte de esas empresas. La Ley fijará el procedimiento para extender los contratos y las convenciones colectivas a toda clase de actividad, para la cual se concierten y para ampliar su ámbito de validez territorial”.

Sobre la disposición anterior, le correspondió opinar al delegado de Venezuela señor Tronconis Guerrero, quien se expresó de la siguiente manera: “Señor presidente: meditando mucho sobre la redacción del Art. 18, se me ocurre que envuelve en cierto modo una lesión a la organización sindical de los trabajadores. 
Convienen ellos en que el beneficio a los trabajadores de que ingresen a la empresa después de celebrado el contrato colectivo, está bien.
Pero no tiene el mismo concepto sobre aquellos trabajadores no sindicalizados que obtienen ventajas con las conquistas del sindicato, por el hecho de que no se estimulan así la organización sindical de los trabajadores, y es hoy un hecho concreto, reconocido universalmente, que la existencia y disciplina de las organizaciones sindicales, sirve a los fines del Estado.

Personalmente, me interesaría mucho oír la opinión de quien considero como un maestro en el Derecho Social, el profesor De la Cueva, que tiene además una vastísima experiencia por el desarrollo sindical en México”.

“El Señor Presidente: “Debo advertirle al señor Delegado, que el grupo de trabajo que estudió esta materia contempló todos sus aspectos para llegar a incorporar esta forma de expresión del artículo. No obstante ello, y para satisfacer al señor Delegado, le voy a rogar al señor relator y redactor, que tenga la bondad de dar la explicación consiguiente: “El Señor De La Cueva: El señor Delegado: El problema que plantea el señor delegado de Venezuela es realmente complejo y tiene numerosos aspectos que obligarían a una disertación muy larga, de tal manera que voy a limitarme a exponer los aspectos fundamentales de la misma y de las razones particulares que tuvo en cuenta el grupo de trabajo para aceptar el art. 18, en los términos en que se encuentra. No podemos desconocer la observación tan atinada que hizo la delegación de Venezuela, y la realidad de que numerosas organizaciones sindicales están en contra de este principio porque estiman que, en efecto, favorece a los trabajadores libres y ayuda a la persistencia de esos mismos trabajadores libres. Y las mismas ventajas que conquistan o que obtienen los trabajadores sindicatos, se extienden a los trabajadores libres, ello quieren decir que el ingreso de los sindicatos no es, ya no digamos necesario, sino tal vez ni siquiera conveniente.

Pero, frente a este argumento, que es real, se adujo en el grupo de trabajo el siguiente argumento fundamental, que es el que sirve de base a muchas legislaciones y a la tendencia a extender y generalizar los contratos y convenciones colectivas de trabajo, nosotros dejamos establecido el principio de la igualdad de salario, ahora bien, el principio de la igualdad de salario, es en la realidad, mucho más amplio de lo que se entiende por igualdad de salario, sino todas las prestaciones y ventajas que obtiene el trabajador a cambio de su labor ordinaria, en estas condiciones, pues todos los trabajadores de una empresa o de una misma profesión deben gozar de las mismas prestaciones, porque de otra manera, en realidad, se destruyen este principio de la igualdad de salario. Siendo así, y aún cuando no lo dijéramos expresamente en las leyes, por el hecho de estar consignado el principio de igualdad de condiciones y de trato para todos los trabajadores, lo obtenido para un grupo de trabajadores en un contrato colectivo tendría que aplicarse automáticamente a todos los demás trabajadores de la empresa, porque de otra manera vuelvo a decir, se rompería el principio de igualdad.

De manera idéntica se plantea la cuestión para extender los contratos y convenciones colectivas de una empresa, bien a una profesión, bien a una región económica determinada, porque se ha pensado que las condiciones de trabajo que se aplican a determinados trabajadores, en razón del principio de igualdad de condiciones de trabajo, deben aplicarse a todos los demás trabajadores de la empresa o profesión.

Pero, de todas maneras, la observación del señor Delegado de Venezuela me ha hecho surgir un problema extraordinariamente importante y que, con perdón de ud., me lleva independientemente de que esté en consideración o no, del Art. 2, ordinal d) de la Carta en donde decimos: “a trabajo igual dice corresponder igual remuneración”. Pienso que, en realidad deberíamos nosotros decir, “a trabajo igual debe corresponder igual tratamiento”, para compendiar dentro de esta palabra “tratamiento” las diferentes condiciones de trabajo, y darle realmente la amplitud que tienen.

No sé si mi explicación satisface al señor Delegado de Venezuela; pero es realmente la razón que nosotros tuvimos en cuenta para autorizar la extensión de los contratos y convenciones colectivas a todos los trabajadores de una empresa o profesión”.

Pero, de todas maneras, la observación del señor Delegado de Venezuela me ha hecho surgir un problema extraordinariamente importante y que, con perdón de ud., me lleva independientemente de que esté en consideración o no, del Art. 2 ordinal d) de la Carta en donde decimos: “a trabajo igual debe corresponder igual remuneración”. Pienso que, en realidad deberíamos nosotros decir, “a trabajo igual debe corresponder igual tratamiento”, para compendiar dentro de esta palara “tratamiento” las diferencias condiciones de trabajo, y darle realmente la amplitud que tienen.

No sé si mi explicación satisfacer al señor tuvimos en cuenta para autorizar la extensión de los contratos y convenciones colectivas a todos los trabajadores de una empresa o profesión”.

Las demás opiniones de los otros Delegados no las consideramos de tanta importancia, razón por la cual no las transcribimos, de tal suerte que la disposición tal como la presento el señor De la Cueva, fue aprobada.

A estas alturas no olvidemos que estamos bajo la administración del General Salvador Castaneda Castro, cuyo gobierno se derrumba por el golpe de estado, de 14 de Diciembre de 1948. Antes de 1948 no había una Ley de Contratación Colectiva que regulara esta materia y sin embargo se hablaba de contratos colectivos celebrados por los grupos que estaban inscritos en el Departamento Nacional del Trabajo. El Art. 1°) decía: “Contrato Colectivo de Trabajo es el que se celebra entre un Sindicato de trabajadores y uno o varios patronos, con el objeto de establecer las condiciones generales en que el trabajo deba ejecutarse, y las prestaciones que se originen con ocasión del mismo”.

Sin embargo, ya la Constitución de 1950 del siete de Septiembre había sido dada y en su Art. 191 hablaba de convención y de contrato colectivo en la siguiente forma: Art. 191 “La Ley regulará las condiciones en que se celebrarán los contratos y convenciones colectivos de trabajo.

Las estipulaciones que estos contengan, serán aplicables a todos los trabajadores de la empresa que los hubieren suscrito, aunque no pertenezcan al sindicato contratante, y también a los demás trabajadores que ingresen a tales empresas, durante la vigencia de dichos contratos o convenciones. La ley establecerá el procedimiento para uniformar las condiciones de trabajo en las diferentes actividades económicas con base en las disposiciones que contenga la mayoría de los contratos y convenciones colectivas de trabajo vigente en cada clase de actividad”.

Transcribimos algunas de las opiniones de los diputados presentes en aquellas memorables sesiones de la Asamblea y de las cuales deduciremos que los puntos tratados son casi similares a los tratados en Bogotá en 1948 sin que ninguno de los presentes hay abordado el tema sobre la diferenciación entre el contrato y la convención.

En esta reunión de la Asamblea el trabajado Gamero se expresó así:
No estuvo de acuerdo con el Art. “Si en una fábrica se hace contrato colectivo, se entiende que será contrato que el patrono determinará de acuerdo con el sindicato y, por consiguiente, de esos solo deben de gozar los trabajadores sindicalizados. El artículo está rompiendo y haciendo que materialmente no pueden organizarse los Sindicato por ejemplo: en una fábrica de cien trabajadores, cuarenta de ellos no están sindicalizados, entre estos pueden haber elementos rompehuelgas y anti sindicalistas, y si permite se estará socavando la base fundamental de los sindicatos, y los patronos querrán lograr eso desde luego. Nosotros, con conocimientos es disciplina sacrificio, fiscalización etc., y por eso el obrero propuso nueva forma de redacción que contenía el agregado siguiente, después de la palabra “vigencia” del primer inciso: “Siempre que estén sindicalizados”.

Después tomó la palabra el doctor Salazar, quien se expresó en los términos siguientes: y le preguntó de qué aunque se obligue al patrono a no darle prerrogativas, este caso podrá dárselas en cualquier forma, y en esta forma, y en esta forma, puede sabotear un sindicato. Pero el trabajador Gamero le contestó al doctor Salazar de que no conoce la dinámica de los sindicatos”.

Y como podemos darnos cuenta de la transcripción que hemos dejado expuesta, como la discusión de nuestra Asamblea, no enfocó la distinción entre estas dos figuras jurídicas, sino que solamente se concretó a o que en doctrina se llama el campo expansivo del contrato colectivo de trabajo y en igual forma que algunos delegados de la novena convención de Bogotá, sus opiniones se redujeron a sostener de que se trataba de una injusticia, el hecho de que los beneficios que se alcanzaban en el contrato colectivo de trabajo fueran aprovechados aún por aquellos trabajadores que no eran miembros del sindicato contratante.

Si nos fijamos en la redacción de la disposición constitucional, nos daremos cuenta que se emplea la copulativa alguna vez entre convención y contrato colectivo, y en otras ocasiones la disyuntiva es decir, convención o contrato colectivo.

Nuestro legislador ha querido conservar bajo todo punto de vista, la división establecida en la Carta de Garantías Sociales. Y aún más, que en la Ley Federal de México, el contrato colectivo se define así: “CONTRATO COLECTIVO DE TRABAJO ES TODO CONVENIO CELEBRADO ENTRE UNO O VARIOS SINDICATOS DE TRABAJADORES Y UNO O VARIOS SINDICATOS PATRONALES CON EL OBJETO DE ESTABLECER LAS CONDICIONES SEGÚN LAS CUALES DEBE PRESENTARSE EL TRABAJO.

Como podemos notar en esta disposición, está comprendida la convención y el contrato colectivo de trabajo que conforme nuestro Código de Trabajo, son figuras jurídicas distintas. De ahí que nuestro Código sea muy original al diferenciar contrato colectivo y la convención colectiva de trabajo, por los sujetos que contratan.

En el código de Costa Rica, si bien es cierto que se hace distinción de tres instituciones: a) Contrato Colectivo de Trabajo; b) Convención Colectiva de Trabajo; y c) Convención Colectiva de Industrias. Lo cierto es que el primero de estos institutos corresponde a lo que en doctrina se llama contrato de equipo, en tanto que el segundo corresponde al verdadero contrato colectivo de trabajo, siendo el tercero el contrato ley que entre nosotros lo tenemos como procedimiento para uniformar las condiciones de trabajo en las diferentes actividades económicas.

Y en el Art. 54 de ese código define la Convención Colectiva así: “ES LA QUE SE CELEBRA ENTRE UNO O VARIOS SINDICATOS DE TRABAJADORES Y UNO O VARIOS PATRONOS, O UNO O VARIOS SINDICATOS DE PATRONOS CON EL OBJETO DE REGLAMENTAR LAS CONDICIONES EN QUE EL TRABAJO DEBA PRESTARSE Y LAS DEMAS MATERIAS RELATIVAS A ESTE”.

LA CONVENCION COLECTIVA TIENE CARÁCTER DE LEY PROFESIONAL Y A SUS NORMAS DEBEN ADOPTARSE TODOS LOS CONTRATOS INDIVIDUALES O COLECTIVOS EXISTENTES O QUE LUEGO SE REALICEN EN LAS EMPRESAS INDUSTRIALES O REGIONES QUE AFECTE”.

Esto nos viene a confirmar una vez más que la regulación artificial hecha por nuestros legisladores no tiene razón de ser, porque convención y contrato colectivo son términos sinónimos. No olvidemos que el Código de Colombia, es el resultado de la unión de varias leyes y que es un decreto de 1950 las reunió en un solo cuerpo legal, al que le dio el nombre de “CODIGO SUSTANTIVO DEL TRABAJO”. En ese cuerpo legal, encontraremos que la Convención colectiva de trabajo es la que se celebra entre uno o varios patronos o asociaciones patronales, por una parte y uno o varios sindicatos o federaciones sindicales por la otra, para fijar las condiciones que regirán los contratos individuales de trabajo durante su vigencia.

Se comprende en esta definición lo que nuestro Código ha regulado en capítulos separados como convención y contrato colectivo de trabajo.

Esto nos está indicando que los colombianos sí se dieron cuenta del error de la redacción y por ello no lo siguieron al definir lo que en doctrina se conoce como contrato colectivo ordinario.

Una cosa que llama la atención es que anteriormente el Ministerio de Trabajo y Previsión Social según la opinión de la sección de sindicatos, se tenía el criterio de que la convención se presentaba cuando la empresa y un sindicato de trabajadores únicamente discutían una condición de trabajo como el caso de salarios. Lo cierto es que ya es tiempo que no se hable ni de convención ni de contrato, que esta terminología se abandone y que se busquen términos que sean propios de una ciencia nueva, que siendo hija del Derecho Civil ha abandonado el viejo tronco de sus progenitores y llegando a su mayoría de edad ha tomado su carta de ciudadanía.

Por ello quizá sea preferible llamarle como en España, Pactos de Condiciones Colectivos de Trabajo, si tomamos en cuenta.
CAPITULO I

LUCHA DE LOS TRABAJADORES SALVADOREÑOS Y SUS LOGRO EN EL CAMPO DE LA ORGANIZACIÓN PROFESIONAL Y DE LA CONTRATACION COLECTIVA.

El año de 1821 marca en la historia de las instituciones jurídicas salvadoreñas un acontecimiento trascendental que repercute en el rompimiento de las cadenas de la esclavitud española que durante varios siglos habían mantenido oprimidos a estos pueblos. Sin embargo no obstante haberse obtenido la independencia nuestro país continuó rigiéndose por las leyes de la madre patria.

Así mismo, no se debe olvidar que la población trabajadora se encontraba congregada especialmente en labores agrícolas. Podemos decir así mismo que ya desde principios de este siglo, nuestro país da los primeros pasos hacia el camino del desarrollo industrial y comercial.

Entre los años de 1915 a 1932 el movimiento de asociaciones mutualistas se desenvuelve con bastante actividad. Se inicia una dictadura feroz que desconociendo los principios más elementales del derecho a la vida y a la libertad ahogó en sangre de campesinos las reclamaciones sobre derechos individuales y sociales.

Bajo la dictadura Martinista la negación de la libertad del derecho produce un receso de las asociaciones obreras, pero en el año de 1944 bajo la protección de una bandera revolucionaria y bajo el empuje de las reclamaciones de nuestro pueblo heroico la dictadura del zatrapa Martínez se derrumba estrepitosamente para encontrarnos de ahí en adelante con un movimiento de asociación de nuestros trabajadores de proyecciones sindicalistas. Entre esas sociedades se recuerdan: a la Unión de Trabajadores Ferrocarrileros, Unión Central de Mecánicos, Sociedad de Obreros de la Fábrica de Sacos Cuscatlán, etc.

Este estado de cosas se prolongó demasiado tiempo, lo que dio lugar a muchas interferencias administrativas. Se establece por primera vez la jurisdicción especial en materia laboral tal como lo dice el Art. 194 Constitución Política. Pero, lo que si tiene gran importancia y va a repercutir en la vida del país y desde el punto de vista político, económico y social, será la formación de sindicatos, puesto que se podrá realizar sin obstáculo de ninguna clase, ya de parte de los patronos ya de parte de los obreros y de los empleados privados sin que haya discriminación bajo ningún punto de vista.

Estas organizaciones tienen derecho a personalidad jurídica y a ser debidamente protegidas en el ejercicio de sus funciones. Su disolución o suspensión sólo podrá decretarse en los casos y con las formalidades por la Ley.

Las condiciones de fondo y de forma que se exijan para la Constitución y funcionamiento de las organizaciones profesionales y sindicales, no deben coartar a libertad de asociación.

Los miembros de las directivas sindicales deberán ser salvadoreñas por nacimiento, y durante el período de su elección y mandato no podrán ser despedidos, trasladados o desmejorados en sus condiciones de trabajo, sino por justa causa calificada previamente por la autoridad competente”.

LA FORMACION, FUNCIONAMIENTO Y DISOLUCION DE FEDERACIONES Y CONFEDERACIONES NO ESTAN SUJETOS A FORMALIDADES DISTINTAS DE LAS PRESCRITAS PARA LOS SINDICATOS.

LAS CONDICIONES DE FONDO Y DE FORMA QUE SE EXIGEN PARA LA CONSTITUCION Y FUNCIONAMIENTO DE LAS ORGANIZACIONES SINDICALES NO DEBEN LLEGAR HASTA COARTAR LA LIBERTAD DE ASOCIACION.

En la exposición de motivos de la Carta se dijo lo siguiente: Art. 13: Reconoce uno de los derechos fundamentales de los trabajadores como es el de construir sindicatos y FEDERACIONES Y CONFEDERACIONES del trabajo, que deben gozar de personalidad jurídica, quedando las últimas sometidas para su formación, funcionamiento y disolución a las mismas formalidades prescritas para los sindicatos.

La organización sindical ha sido, para las clases trabajadoras, un instrumento eficaz, con el objeto de defender sus derechos, impulsar sus aspiraciones de mejoramiento, llamar la atención hacia sus necesidades, influir en la expedición de estatutos justicieros, participar en la organización del trabajo y obtener para este, condiciones equitativas. Fuera del derecho de constituir sindicatos, federaciones y confederaciones, el artículo contiene las siguientes reglas:

a) Derecho de los sindicatos a ser debidamente protegidos para el ejercicio de sus actividades legales, lo cual significa que el Estado respeta la organización sindical y provee a su defensa contra cualquiera maniobra tendiente a destruirla;
b) Determinación de que las condiciones de fondo y de forma que se exigen para la Constitución y funcionamiento de las organizaciones sindicales no deben llegar hasta trabar la libertad de asociación, es decir, se garantiza el derecho, no sólo en la teoría, sino en la realidad;
c) Determinación de que la disolución de las organizaciones sindicales no puede imponerse, sino en virtud de procedimiento judicial adecuado, esto para garantizar una decisión lo mas imparcial posible en tan delicada cuestión que se quiere substraer a consideraciones políticas o de otro orden. La circunstancia de haber sido unánime esa resolución, y la de estar representados en la Conferencia los intereses patronales, obreros y oficiales, nos hacen pensar en que se trata de una reforma que está madura para ser incluida en el derecho positivo;
d) Determinación de que las organizaciones sindicales deben publicar anualmente el estado de su contabilidad, porque tratándose de organizaciones de interés general, es conveniente que la opinión clara y pública en este particular, solo prestigio y mayor respetabilidad puede dar a las asociaciones profesionales”.

Argentina propuso en la siguiente forma: “Art. 26°) Los trabajadores, sin distinciones políticas, raciales o religiosas, tienen el derecho a asociarse libremente para la defensa de sus intereses profesionales, formando asociaciones profesionales o sindicatos, que a su vez pueden federarse entre sí. Las asociaciones profesionales tienen derecho a gozar de personería jurídica y a ser debidamente protegidas para el ejercicio de sus derechos. Su disolución no puede imponerse sino en virtud de procedimiento legal adecuado.

La formación, funcionamiento y disolución de federaciones y confederaciones no estará sujeta a formalidades distintas de las prescriptas para los sindicatos.

Los miembros de las directivas sindicales en el numero que fije la respectiva ley y durante el período de su elección, no podrán ser despedidos, trasladados de empleo, ni desmejorados en sus condiciones de trabajo, sino por justa causa calificada previamente por la autoridad competente.

Después de este largo recorrido, la disposición queda redactado definitivamente en la carta de garantías sociales en la siguiente forma: Art. 26°) Los trabajadores y empleadores sin distinción de sexo, raza, credo o ideas políticas, tienen el derecho de asociarse libremente para la defensa de sus respectivos intereses asociaciones profesionales o sindicatos, que a su vez, puedan federarse entre si.

Las condiciones de fondo y de forma que se exijan para la Constitución y funcionamiento de las organizaciones profesionales y sindicales no deben coartar la libertad de asociación.

La formación, funcionamiento y disolución de federaciones y confederaciones estarán sujetos a las mismas formalidades prescritas para los sindicatos.

Los miembros de las directivas sindicales, en el número que fije la respectiva ley, y durante el período de su elección y mandato, no podrán ser despedidos, trasladados de empleo, ni desmejorados en sus condiciones de trabajo, sino por justa causa, calificada previamente por la autoridad competente.

Este art. de la carta de garantías sociales fue recogido como ya vimos por el legislador del 50 en el art. 192 de la Constitución Política con algunas supresiones como lo veremos en su oportunidad, y más tarde en la Constitución de 1962.

Como se trata de una conquista de la clase trabajadora, transcribimos el Art. de la Constitución de 1962.

Art. 191°) Los patronos, obreros y empleados privados, empleados y obreros de las instituciones oficiales autónomas o semi-autónomas, sin distinción de nacionalidad, sexo, raza o credo o ideas políticas tienen el derecho de asociarse libremente para la defensa de sus respectivos intereses, formando asociaciones profesionales o sindicatos.

Estas organizaciones tienen derecho a personalidad jurídica y a ser debidamente protegidas en el ejercicio de sus funciones. Su disolución o suspensión sólo podrá decretarse en los casos y con las formalidades determinadas por la ley.

Las condiciones de fondo y de forma que se exijan para la Constitución y funcionamiento de las organizaciones profesionales y sindicales, no deben coartar la libertad de asociación.

Los miembros de las directivas sindicales deberán ser salvadoreños por nacimiento, y durante el período de su elección y mandato no podrán ser despedidos, trasladados o desmejorados en sus condiciones de trabajo, sino por justa causa calificada previamente por la autoridad competente”.

Este principio constitucional es desarrollado en el Art. 181 y 217 del Código de Trabajo. El Art. 181 dice: “Tienen el derecho de asociarse libremente para defender sus intereses económicos y sociales comunes, formando asociaciones profesionales o sindicatos, sin distinción de nacionalidad, sexo, raza, credo o ideas políticas, las siguientes personas:

a) Los patronos, obreros y empleados privados que laboren en empresas comerciales, industriales o de servicios; 
b) Los obreros y empleados de las instituciones oficiales autónomas o semi-autónomas.

Art. 217. “Diez o más sindicatos de trabajadores o tres o más de patronos, pueden formar una federación, y tres o más federaciones sindicales de trabajadores o de patronos, pueden constituir una confederación.

Las federaciones y confederaciones tienen derecho a que se les reconozca personalidad jurídica y tendrán las atribuciones de los sindicatos señaladas en los literales b), d), e), f), y g) del Art. 206 en lo que fueren aplicables.

De acuerdo con las disposiciones que hemos dejado transcritas del Art. 191 de la Constitución actual vigente y de los Arts. 181 y 217 del Código de Trabajo nos corresponde analizar quien o quienes tienen el derecho de asociarse para la defensa de sus intereses profesionales. Y ya el Art. 4 del Código nos dice que TRABAJADOR es toda persona natural que presta sus servicios a otra, natural o jurídica, en virtud de un contrato de trabajo. Tanto el obrero como el empleado, son personas naturales, prestan un servicio a otra persona que puede ser natural o jurídica que es lo de menos, pero que recibe el nombre de patrono y que por ese servicio se le da una remuneración ya sea que le llamemos salario o sueldo. En otras palabras podemos decir que las dos situaciones nos permiten encontrar elementos idénticos que no hay razón para hacer la diferencia. Así podemos decir: a) Que los dos presten servicios privados; b) Que tengan carácter económico, que no sea familiar; c) Que debe existir una remuneración; d) Que la remuneración corresponda al hecho de utilizar la actividad ajena o al de disfrutarla; e) Que la actividad sea profesional y f) Que debe de existir dependencia o dirección, es decir debe existir subordinación. Por ello considero que no hay razón para llamarle a un trabajador empleado y al otro obrero, puesto que no hay derecho de empleado, ni uno de obrero, sino un derecho del trabajo que constituye como conjunto de normas el regalo de protección para el hombre que trabaja y que nuestro Código le llama trabajador. Pero bien, es posible que las distinciones tengan su raíz en aspectos históricos si tomamos en cuenta que la legislación laboral fue en un principio una legislación estrictamente obrera y que más tarde el campo de aplicación se extendió hasta proteger a los empleados. No han faltado ocasiones que el criterio que se ha sustentado para sostener la diferencia haya sido la forma de pago, es decir el sistema de remuneración adoptado. De ahí que para aquel trabajador que por sus servicios se le paga un sueldo mensual recibirá un calificativo de empleado, pero que si recibe su jornal diariamente, o por semana o quincena, entonces recibirá el nombre de obrero. Estas razones de diferenciación como vemos no son convincentes puesto que no resisten por otra parte un análisis científico para llegar a establecer esa diferenciación, que en el fondo no es sino que el resabio de tiempos pasados y que a estas alturas deben de estar ocupando un puesto en nuestros museos. La doctrina europea toma como criterio diferenciador el aspecto de la colaboración. De donde tenemos que un trabajador para que reciba el calificativo de empleado debe tener o desempeñar funciones de colaboración en la administración o dirección de la empresa donde trabaja, ya sea desde el punto de vista interno, o enfocado en sus relaciones con terceros. Otros sostienen que la diferencia debe radicar en el elemento intelectual o material. De tal suerte que si predomina el esfuerzo manual estamos frente a un obrero y si es el intelectual pues ante un empleado. Todas estas apreciaciones que dejamos expuestas son de carácter relativas. Nuestro punto de vista es que no hay por que hacer diferencia pues todos son elementos indispensables en la empresa, y forman parte en conjunto sin distinción alguna de uno de los elementos de la producción cual es el Trabajo. Después de esta pequeña digresión lo importante es que tanto unos como otros deben de ser privados y deben laborar en empresas comerciales, industriales o de servicios para que se puedan asociar y formar sindicatos para defender sus intereses económicos y sociales comunes. Luego corresponde también este derecho de asociarse a los obreros y empleados de instituciones oficiales autónomas y semi autónomas. Esto es una nueva modalidad que nos trae el Art. constitucional ya citado y desarrollado en la legislación secundaria.

Nos encontramos frente a varias situaciones: a) Partíamos que solamente podrían sindicalizarse los patronos. b) Los obreros y empleados privados, pero hoy nos encontramos que también lo pueden hacer los obreros y empleados de esta clase de instituciones. Pareciera ser que se trata de una conquista si tomamos en cuenta que el movimiento de la clase trabajadora es tan fuerte que la legislación laboral empieza a introducirse en la médula del Estado, actuando este despojado de sus atributos de soberanía. Es aquí donde el Estado se desdobla para actuar descarnado de su rodaje de gran señor soberano y se coloca en el mismo plano de un patrón natural. Pero esto será objeto de estudiarlo más adelante. Esto no es sino que una confirmación de su campo de aplicación del Código de Trabajo vigente cuando en su Art. 2 nos dice que las disposiciones del Código se aplican a los trabajadores y patronos privados, y al Estado, a los municipios e instituciones Oficiales Autónomas y Semi-autónomas, cuando el Estado y demás entes que he citado contraten como personas de derecho privado y fueren sujetos a relaciones de trabajo. Porque si no actuaran como personas de derecho privado sus relaciones y efectos de sus actuaciones serían reguladas por el derecho público.

Hasta estos momentos solamente hemos mencionado las personas a quienes les concede el derecho de asociarse libremente. Es decir se está confirmando el principio de la libre sindicalización y al mismo tiempo que quienes concurran a la formación del sindicato no tomarán en cuenta ni su nacionalidad, ni su sexo, raza, etc., confirmando con ello el principio democrático.

La ley concede de conformidad con el Art. 191 C.P. y el 217 C.T. el derecho de asociarse para formar sindicatos a los sujetos que hemos dejado mencionados. Sin embargo el Código de Trabajo al desarrollar el principio constitucional nos trae como algo nuevo: las asociaciones de segundo y tercer grado, o sea las federaciones y confederaciones. Efectivamente se trata de una conquista de la clase trabajadora, y es la confirmación de una realidad social que ya existía como era la Confederación General de Trabajadores. Pero se trata de una conquista que no tiene basamento constitucional como lo demostraremos en este trabajo, no obstante estar regulado en el Código, pero no debemos de olvidar que la ley secundaria no es sino que un desarrollo de un principio constitucional en la pirámide jurídica de la jerarquía. Pero por qué razones creemos que no tiene asidero constitucional? Acaso la ley cuando nos dice que los trabajadores formarán asociaciones profesionales o sindicatos lo hacen con el fin de defender sus intereses económicos y sociales. Es que acaso los trabajadores a través de las federaciones y confederaciones no persiguen esa misma finalidad y aún con más fuerza?
Es que acaso no se puede sostener que donde la ley no distingue es dable al intérprete distinguir? Y es que acaso la misma ley constitucional lo está diciendo en el Art. 195 último inciso. “Que la enumeración de los derechos y beneficios a que el capítulo de trabajo y seguridad social, se refiere no excluye otros derechos que se deriven de los principios de justicia social? Entonces cómo es posible que estemos en contra de estas asociaciones de segundo y tercer grado y estemos alegando falta de asidero constitucional? Y si efectivamente la ley no las comprende cómo se puede resolver el problema para legalizar la situación? Todas las anteriores argumentaciones estarían bien si la Constitución hubiera concedido el derecho de asociación a los entes morales sindicatos y demás. Y para que comprendamos que nuestro legislador por cuestiones políticas no lo quiso dar veremos su origen. No olvidemos que entre las reglas de hermenéutica laboral le podemos aplicar el principio que dice que se puede recurrir a la historia fidedigna de su establecimiento. Y la historia de la disposición constitucional nuestra es que los legisladores de facto de 1948 la copiaron de la Carta de Garantías Sociales dada en Bogotá como ya lo dejamos explicado al principio de esta exposición. El golpe de estado fue el 14 de Diciembre de 1948, y esta disposición fue discutida y aprobada el día 25 de abril de 1948. La disposición de la Carta Internacional Americana de Garantías Sociales dice así: DERECHOS DE ASOCIACION:

Art. 26) Los trabajadores y empleados sin distinción de sexo, raza, credo o ideas políticas, tienen el derecho de asociarse libremente para la defensa de sus respectivos intereses, formando asociaciones profesionales o sindicatos, que a SU VEZ SE PUEDAN FEDERARSE ENTRE SI.
Las condiciones de fondo y de forma que se exijan para la Constitución y funcionamiento de las organizaciones profesionales y sindicales no deben coartar la libertad de asociación.

LA FORMACION, FUNCIONAMIENTO Y DISOLUCION DE FEDERACIONES Y CONFEDERACIONES ESTARAN SUJETOS A LAS MISMAS FORMALIDADES PRESCRITAS PARA LOS SINDICATOS.

Los miembros de las directivas sindicales, en el número que fije la respectiva ley, y durante su período de elección y mandato no podrán ser despedidos, trasladados de empleos, ni desmejorados en sus condiciones de trabajo, sino por justa causa, calificada previamente por la autoridad competente”.

Analizando el artículo, notamos que en el inciso primero se concede el derecho de asociarse a los trabajadores para que formen sindicatos, y también a las personas jurídicas sindicatos para que puedan federarse Nuestro legislador le quitó a la disposición constitucional nuestra parte donde dice: “QUE A SU VEZ SE PUEDAN FEDERARSE ENTRE SI”. Esto nos está indicando que se trató de un paso político el no querer conceder este derecho a los sindicatos. De ahí que solamente dejó el derecho de los trabajadores para sindicarse. Y el art. 195, que no sino que la famosa disposición que ponen los legisladores cuando creen que alguna situación no la han abarcado, solamente nos está diciendo que la enumeración de los derechos y beneficios que se le conceden a los trabajadores no pueden excluir otros que tengan su derivación en la justicia social. Lo cierto es que se trata de entes distintos, de personas jurídicas diferentes a las personas naturales que las constituyen. Es por esto que consideramos que nuestras federaciones y confederaciones no tienen base constitucional y lo que se debe de hacer para legalizar su situación falsa, es reformar la Constitución, introduciéndole al art. 191, la parte que le quitaron del art. 26 de la Carta de Garantías Sociales. Para la reforma no olvidemos el art. 222 de la misma, y dejemos a un lado los golpes de Estado.

Fuera de los inconvenientes que analizaremos más adelante, el art. 181 del Código de Trabajo nos pone de manifiesto una conquista alcanzada por la clase trabajadora, al concederse el derecho para que los obreros y empleados de las instituciones oficiales autónomas o semiautónomas tengan el derecho de asociarse libremente y en esa forma pueden defender sus intereses económicos y sociales. A estos trabajado de las Instituciones ya mencionadas se les conceden dos derechos: a) El de asociarse para formar sindicatos; y b) El derecho de celebrar contratos colectivos. Estas relaciones con los entes autónomos y semiautónomos desde el punto de vista del Derecho del Trabajo y en el caso que nos ocupa de la legislación laboral constituye una excepción a la regla general de que las leyes laborales únicamente se aplican a los trabajadores y patronos privados como ha sido la tradición. Pero cuál será entonces la razón que se haya tenido en mente para regular las actuaciones ya del Estado, del Municipio o de las Instituciones Autónomas Semi-Autónomas en el caso de que tengan que contratar en el plano de las relaciones privadas. Será justo y lógico que en estas circunstancias estos entes no gocen de privilegio alguno no obstante ser entes que pertenecen al Derecho público? Los motivos no pueden ser otros que el desdoblamiento de la personalidad del Estado, quien para contratar hay un momento en que se despoja de sus atribuciones de soberanía y en esas condiciones estipula como cualquier persona privada.
Es entonces cuando las leyes del trabajo toman efectividad y amplían campo de aplicación. Al actuar como soberanos ejercen actos de poder público y gozan de todas las prerrogativas que es una consecuencia directa del imperium. Pues no debemos olvidar que si el Estado no hace uso de sus atribuciones de mandar se encontraría ante la situación inminente de que su propia existencia llegaría a ponerse en peligro.

En cambio no sucede lo mismo cuando el Estado ejecuta actos de gestión como cualquier particular pues entonces conviene. También es necesario que en esta clase de contrataciones se tome en cuenta la Ley Especial de las Instituciones de Derecho Público que participe. Con esta disposición los trabajadores sindicalizados pueden contratar en forma colectiva y arrancar a las instituciones autónomas o semi-autónomas mejores prestaciones sociales. Esta conquista de los trabajadores consideramos que no es sino que un caso político pero que en el fondo no va a beneficiar como se pretende a la clase trabajadora, puesto que la última voluntad en caso de contratación le corresponde al mismo Estado, quien deberá aprobarlo por medio del respectivo Ministro, oyendo además la opinión del Ministro de Hacienda, y de la Corte de Cuentas de la República. De tal suerte que cuando se trate de esta clase de contratos colectivos su aprobación está sujeta a un simple capricho del gobernante, a quien no se le puede obligar que des u aprobación., aún cuando las cláusulas del respectivo contrato colectivo de trabajo se encuentren aprobadas por las partes contratantes. Hay un sin número de inconvenientes en esta clase de sindicatos por lo que consideramos que no podrían alcanzar la finalidad que persigue esta clase de asociaciones. Preguntaríamos además hacia donde se encaminaría el Estado si un día los sindicatos de las Instituciones Oficiales se compactan y formando federaciones y cualquier otra asociación de grado superior presionaran al Estado para mejorar sus salarios o lograr prestaciones de cualquier otra clase? Asimismo debemos de considerar que por la naturaleza de esta clase de Instituciones los sindicatos que se formen no podrán hacer uso del arma más poderosa de todo sindicato que debe emplear para lograr presionar como es la huelga, el último cartucho que en esta clase de batallas se debe de quemar. Para ello el art. 110 de la C.P. actual establece categóricamente la prohibición tanto para los empleados como para los funcionarios públicos, prohibiendo asimismo, el abandono colectivo de sus cargos. Es posible que las razones que tuvo el legislador al establecer esta prohibición sea la consideración de que los servicios públicos no pueden nunca paralizar puesto que la paralización de los mismos acarrearía la muerte del mismo Estado. Chocarían entonces de quienes pretenden y sueñan alcanzar mejores salarios para el caso, y los intereses estatales. Pero entonces el sindicato no tendría que arma usar para lograr su objetivo y habría pues una contradicción en los postulados constitucionales si tomamos en cuenta que conforme el art. 2º C.P. el Estado tiene la obligación de proporcionar a los habitantes de la República el goce del bienestar económico, y de la justicia social. Pero por otra pártele estarían quitando el arma de la huelga que es el instrumento de lucha mas fuerte con que cuenta el sindicato para lograr alcanzar mejores salarios o mejores condiciones que exige la justicia social. Pero ante este choque de intereses prevalecerá el interés más fuerte que es el del Estado.

No debemos pasar desapercibido las situaciones que pudieran darse como por ejemplo que en los contratos colectivos los sindicatos lograran mejores salarios; pero tomando en cuenta que estas entidades no pueden disponer a su arbitrio sino que están manifestadas en su presupuesto de nada serviría que en la negociación concedieran esas ventajas si en la realidad de nuestras leyes no lo permitirían por los obstáculos que se presentan como sería el caso, de que la aprobación del presupuesto tiene que ser obra de la Asamblea legislativa. Y a la Asamblea Legislativa por más pruebas que se le presenten para justificar lo alcanzado podría rechazar y aprobar un proyecto de presupuesto distinto. Y esto nos lo confirma el art. 110 C.P. que prohíbe a los funcionarios y empleados públicos la huelga, así con el abandono colectivo de sus cargos. Esta prohibición constitucional prevalece entonces sobre el mismo art. 192 C.P. en el cual se concede a los trabajadores el derecho de huelga y al patrón el derecho al paro.

Pero ahora si relacionamos etas disposiciones con los arts. 387 C.T. que nos establecen que los conflictos colectivos de carácter económico tiene por objeto la celebración o revisión de un contrato o convención colectiva. Y en el Art. 395 del mismo cuerpo legal, que establece que la huelga es la suspensión colectiva del trabajo llevada a cabo por la pluralidad de trabajadores con el propósito de alcanzar mejores condiciones de trabajo. Y la huelga de conformidad al art. 397 lit. a) tiene por objeto obtener la celebración del Contrato Colectivo de Trabajo, en el caso del Art. 226; o su revisión en los casos del art. 229 del C.T.
En el art. 226 se establece que la obligación para negociar contratos colectivos tanto por parte del patrono o del sindicato de trabajadores tal como lo veremos más adelante. Pero como lo esencial es que se prohíbe la huelga que es el arma principal en los conflictos de carácter económicos, es lógico deducir que la contratación a que la ley se ha querido referir es solamente a la voluntaria. Actualmente ya se encuentra celebrado un contrato colectivo de trabajo entre los trabajadores del sindicato de la Industria Portuaria de El Salvador y la Compañía Ejecutiva del Puerto de Acajutla.

Encontramos aún en esta clase de contrataciones en que una de las partes es el Estado despojado de sus atributos de soberanía, cierta deslealtad al final de la contratación, donde la suerte del contrato queda sujeto a lo que resuelvan los altos poderes. Si no que podemos decir cuando encontramos en la C.P. disposiciones que obstaculizarían los aumentos de salarios, como la del art. 47 numeral 117 C.P. que corresponde a las atribuciones de la Asamblea Legislativa y que trata sobre el presupuesto de ingresos y egresos de la administración pública y que al respecto dice: “Art. 47 No. 17 corresponde a la Asamblea Legislativa: Decretar el Presupuesto de ingresos y egresos de la Administración Pública, en el cual deberá disponer la inversión de las rentas de modo que sean atendidas de preferencia la cultura, la salud pública y Asistencia Social, la administración de Justicia y la Policía”.

Aún más, el art. 22 de la C.P. nos dice en su inc. 4º “Las instituciones y empresas estatales de carácter autónomo y las entidades que se costeen con fondos del Erario o que tengan subvenciones de este, excepto las instituciones de crédito, se regirán por PRESUPUESTOS ESPECIALES Y SISTEMAS DE SALARIOS APROBADOS POR EL PODER LEGISLATIVO.

Estamos viendo ya una situación distinta de la contemplada cuando el Estado se sienta a la negociación del contrato en forma voluntaria con el sindicato de la institución correspondiente, porque entonces se trata como cualquier particular. En cambio cuando ya le corresponde la aprobación del presupuesto a través del Poder Legislativo ya está actuando revestido de su calidad de soberano y en esas condiciones puede rechazar lo que cedió respecto a las prestaciones en el contrato colectivo negociado. Y no se nos venga a decir que se puede obligar porque eso legalmente es imposible, porque quien reside la soberanía y que además no están obligados por ningún mandato imperativo de conformidad con el Art. 44 C.P. de donde se puede rechazar perfectamente, el presupuesto correspondiente a una institución autónoma.

En nuestras leyes se nos habla de Instituciones autónomas o semi-autónomas, pero nosotros no hemos encontrado en el Derecho Administrativo diferencia entre estas dos clases de instituciones. Consideramos que al hablarse de autónomas es debido a que tienen más independencia en sus actuaciones o sea que tienen el máximo de autonomía, la mayor libertad de disposición, en tanto que las semi-autónomas son las que tienen menos libertad de disposición. Para ello sería necesario que se estudiara la Ley orgánica de cada una de ellas. Pero lo cierto es que tanto unas como otras se encuentran controladas por el Estado, y la Corte de Cuentas de la República siempre tiene intervención a posteriori.
CAPITULO II

TITULARES DE DERECHO DE CELEBRAR CONTRATOS COLECTIVOS DE TRABAJO, EN LA LEGISLACIÓN SALVADOREÑA. (EXPOSICIÓN HISTÓRICA Y ANALISIS CRÍTICO).

Quiénes participan en la celebración del Contrato Colectivo?

Tócanos determinar los sujetos que participan en la celebración del contrato colectivo de trabajo visto bajo el ángulo de nuestra legislación laboral vigente. Determinar si la titularidad del derecho de celebrar contratos colectivos de trabajo le corresponde a un grupo de trabajadores coaligados esporádicamente o en forma temporal o si es un derecho exclusivo de la asociación profesional. Nuestro punto de partida será el Art. 225 del C. de Trabajo que en su inciso 1º. Establece que el Contrato Colectivo de Trabajo se celebra entre un sindicato de trabajo y un patrono. Es decir que es el sindicato de trabajadores y un patrono los únicos titulares del derecho de celebrarlo.

Trataremos de buscar en el pasado de nuestra legislación cual ha sido el criterio sustentante respecto al derecho de la titularidad. Para lograr desentrañar esta duda nos valdremos de la historia fidedigna de las disposiciones pertinentes para lograr un acierto sobre lo que pretendemos afirmar. Pero desde ya podemos decir que no ha habido un criterio de uniformidad pues en unas ocasiones se le ha concedido la titularidad a un grupo de trabajadores aislados en tanto que en otras ocasiones ha sido la asociación profesional la que ha cargado con ese derecho. Permítasenos entonces que vayamos tras la búsqueda de nuestra historia laboral y que revisemos esas leyes que sentaron las bases de la legislación protectora de la clase trabajadora y que abriendo un ventanal en el tiempo rompieron un pasado de iniquidades al elevar el trabajo y colocarlo en el pedestal de una Constitución.

Allá por el año de 1946 cuando todavía en los viejos campos de batalla de la Europa de Hitler y de otros verdugos de la humanidad aún humeaban los escombros de aquella civilización que sucumbía pérdida en ese marasmo de incomprensiones, en nuestro país aún se proyectaba el fantasma de un régimen dictatorial anterior, que había sido decapitado por la gloriosa revolución de 1944. Y decimos que se proyectaba el recuerdo del teósofo de los 13 años, porque el Presidente que le sustituyó y gobernó durante los años 1946-1948 no permitió la libertad de la sindicalización, por temor a nuestro pueblo, y en especial al de la clase trabajadora que ya luchaba por compactarse y solidarizarse en la defensa de sus propios intereses. Bajo esa administración de Salvador Castaneda Castro se dio el decreto # 321 que fue publicado en el cual se creó el Departamento Nacional del Trabajo. En dicha ley encontramos reflejado el temor y miedo del gobernante al no darle oportunidad que los grupos independientemente pudieran llevar a cabo contrataciones colectivas o realizar en otra forma los fines de la clase trabajadora y decimos esto porque el Art. 24 de esa Ley decía así: LOS GREMIOS Y GRUPOS DE TRABAJADORES DEBERAN INSCRIBIRSE EN UN REGISTRO ESPECIAL QUE LLEVARA EL DEPARTAMENTO NACIONAL DEL TRABAJO, DONDE SE CONSIGNARA QUIEN O QUIENES SON LOS REPRESENTANTES DE ESOS GREMIOS O GRUPOS EXPRESADOS, ESTOS CERTIFICARAN SU PERSONERIA CON CERTIFICACION DE ESA ISNCRIPCION”.

Los consideramos de ese decreto rezaban así:
CONSIDERANDO:
I. Que es necesario y conveniente a la sociedad que se reglamentan en debida forma las relaciones entre el Capital y el trabajo, a efecto de determinar sus derechos y obligaciones recíprocas y asegurarles un desenvolvimiento armonioso.

II. Que para poner la práctica esa reglamentación legislativa se hace necesario conocer con exactitud la realidad salvadoreña mediante la recopilación, ordenamiento y estudio de los datos relativos al capital y al trabajo.

III. Que es necesario recopilar datos y elementos de información y realizar los estudios que requiera la preparación de las leyes sobre capital y trabajo ameritan una pronta solución.

Nos da la impresión que los gobernadores de esa época eran celosos en cuestiones de relaciones de capital y de trabajo y que era tanta la preocupación que consideraban de necesidad imperiosa legislar en este aspecto tan delicado.
La verdad sin embargo es muy alejada de las manifestaciones de los considerandos. El General Castaneda Castro tomó como bandera de su campaña política el ofrecimiento de darles a los trabajadores leyes para su sindicalización.
Y esos cantos cuajaron en la buena fe e ingenuidad de los trabajadores que así le permitieron a dicho general ocupar la alta magistratura de Presidente. Y fue ante las presiones de los reclamos de quienes había sido defraudado que se dio esa ley de creación ya mencionada. A esa altura en nuestro país no existía ninguna ley que reglamentara la organización y existencia de las asociaciones profesionales. De tal suerte que de conformidad al tenor literal del Art. 24 que hemos dejado transcrito los titulares del derecho para pactar no correspondía a cualquier grupo de trabajadores que se encontraban inscritos en el Registro especial que llevaba el Departamento Nacional del trabajo.

Contratos de Trabajo de carácter colectivo, por cada una de trabajo regulado por el mismo o fracción, la primera hoja…………………….11.00
Si el contrato fuere por tiempo indeterminado, la primera hoja……………………..22.00
Las hojas restantes, en ambos casos, cada una……………………………….0.15. Así se encuentran copias en el Ministerio de Trabajo de contrato que fueron celebrados en escritura pública. Esto no es de extrañarnos, pues consideramos que a esa altura la mayor parte de personas desconociendo la legislación laboral y empapadas en cuestiones civiles encontraban en dicho cuerpo de leyes, la resolución de cualquier incumplimiento que pudiera ocurrir.

La anterior disposición que hemos traído a cuenta se debió a una reforma según decreto legislativo # 102 de tres de Noviembre de 1946. Coetáneamente a la Ley de Creación del Departamento Nacional de Trabajo se promulgó la LEY GENERAL SOBRE CONFLICTOS COELCTIVOS DE TRABAJO por el decreto número 322 y que fue publicada en el Diario Oficial de fecha 15 de Enero de 1946.

El Art. 24 de la Ley de Creación del Departamento Nacional del Trabajo fue expresamente derogado por el Art. 21 de la Ley de SINDICATOS publicada en el Diario Oficial de fecha 9 de Agosto de 1950. Es decir que esta disposición derogada si bien es cierto que tuvo una vida efímera relativamente, pero de mucha importancia puesto que abrió las puertas aunque no con la amplitud del caso a la clase trabajadora para su organización. Sin embargo siendo una disposición que se encontraba dentro del radio de acción administrativa es lógico pensar con conocimiento de causa de nuestro medio la influencia que ha deber recibido del capricho del poderoso y necio gobernante, que por regla general y sin excepción alguna se mueve según el viento favorable o desfavorable que soplen.

La disposición que derogó al Art. 24 de la Ley de Creación del Departamento Nacional del Trabajo decía así: “DEROGASE EL ARTICULO 24 DE LA LEY DE CREACION DELD EPARTAMENTO NACIONAL DEL TRABAJO CONTENIDO EN EL DECRETO LEGISLATIVO NUMERO 321, de doce de enero de 1946, publicado en el Diario Oficial número once, T. 140, de quince del mismo mes y año.

En el año de 1950 por Decreto # 729 publicado en el Diario Oficial de 9 de Agosto T.149 se promulgó LA LEY DE CONTRATACION COLECTIVA que en su artículo primero definía lo que era el contrato colectivo en la forma siguiente: CONTRATO COLECTIVO DE TRABAJO ES EL CELEBRADO, DE ACUERDO CON ESTA LEY, ENTRE UN SINDICATO DE TRABAJADORES Y UNO O VARIOS PATRONOS, con el objeto de ESTABLECER LAS CONDICIONES EN QUE DEBE PRESTARSE EL TRABAJO”. 

Las razones aducidas por el legislador “revolucionario” con el nacimiento de esta Ley plasmadas en los considerandos siguientes:
I. Que el contrato colectivo es una institución de Derecho del trabajo, que constituye una garantía para los trabajadores en el logro de mejores condiciones laborales.
II. Que la contratación colectiva en materia de trabajo es complemento necesario a la institución de sindicatos ya autorizados en la ley respectiva.
Conforme a nueva ley la titularidad para contratar le corresponde al SINDICATO DE TRABAJADORES Y A UNO O VARIOS PATRONOS.

En esa misma fecha y para completar la anterior ley se dio la Ley de Sindicatos la que en su art. 22 disposición transitoria establecía “LAS ORGANIZACIONES DE TRABAJADORES EXISTENTES, CON O SIN PERSONALIDAD JURIDICA, DEBERAN ORGANIZARSE Y SOMETER SUS ESTATUTOS A LA APROBACION DEL PODER EJECUTIVO EN EL RAMO DE TRABAJO Y DEL INTERIOR DE ACUERDO CON ESTA LEY Y SUJETARSE EN TODO A SUS DISPOSICIONES PARA SER CONSIDERADOS COMO SINDICATOS. CASO CONTRARIO NO PODRAN CELEBRAR CONTRATOS COLECTIVOS DE TRABAJO, NI GOZAR DE LOS DEMAS DERECHOS QUE LAS LEYES CONCEDEN A LOS SINDICATOS”.

Con esta Ley que constituye la muerte de los grupos de trabajadores inscritos en el Departamento Nacional del Trabajo la facultad de contratar desaparece para estos grupos privilegiados y comienza en esa forma nuestro derecho laboral a tomar su camino verdadero al reconocer que los únicos que pueden contratar son los SINDICATOS de trabajadores. Y como confirmación de lo anterior el Art. 3 de ese cuerpo legal decía: “CORRESPONDE A LOS SINDICATOS:
a) CELEBRAR EN MATERIA LABORAL, UNICAMENTE CONTRATOS OPACTOS COLECTIVOS DE ACUERDO CON LA LEY.
Aún da la oportunidad que los grupos existentes ya sean inscritos o no si quieren gozar de los beneficios que la ley les confiere deben de sujetarse a ella, pero llenando los requisitos exigidos. Y esta Ley entre las razones de uno de sus considerandos dice:

I. Que es necesario y conveniente reconocer a los trabajadores el derecho de organizarse en sindicatos y regular los derechos y obligaciones de las sociedades de trabajadores que en la actualidad funcionan en forma sindical sin preceptos legales que las normen.

En esta ley de sindicatos de trabajadores, cuando se trata de abordar las atribuciones del sindicato le señale en el Art. 3 en su lit a) LA DE CELEBRAR CONTRATOS Y CONVENCIONES COLECTIVAS DE TRABAJO, DE ACUERDO CON LA LEY”
El consejo de Gobierno Revolucionario en su afán reformista, como todo gobierno de facto continúo dando y derogando disposiciones legales, y es así como la Ley de Contratación Colectiva según decreto # 230 publicado en el D.O. de 17 de abril de 1952.

Continuando siempre nuestro punto de vista, nos damos cuenta que en esta Ley se define el contrato colectivo en la siguiente forma:
Art. 1º) “EL CONTRATO COLECTIVO DE TRABAJO ES EL QUE SE CELEBRA ENTRE UN SINDICATO DE TRABAJADORES Y UNO O VARIOS PATRONOS, CON EL OBJETO DE ESTABLECER LAS CONDICIONES GENERALES EN QUE EL TRABAJO DEBE EJECUTARSE, Y LAS PRESTACIONES QUE SE ORIGINEN CON OCASION DEL MISMO”.

Sujetos de la titularidad:
Un sindicato……… un patrono
Un sindicato………. Varios patronos

Hay sin embargo una cosa que debemos de hacer notar porque será también objeto de este trabajo, cual es la naturaleza que se le da al contrato Colectivo de trabajo en esta definición y que tal como nos daremos cuenta no corresponde a la realidad nuestra, ni mucho menos al espíritu general de nuestra legislación. La naturaleza que se le da es de ser un contrato de Ejecución, ya que nos habla de las condiciones generales en que el trabajo debe ejecutarse. Y esto es completamente falso y el error radica en la legislación de donde se tomó la legislación nuestra copiando textualmente la definición, olvidándose que nuestro Contrato colectivo de Trabajo de naturaleza normativa que solamente establece las normas o bases generales que más tarde vaciarán su contenido producto de una negociación, en los respectivos contratos individuales de los trabajadores de la empresa, sindicalizados o no, presentes o futuros. En cambio, en el contrato colectivo de ejecución es el sindicato contratante quien se obliga a la ejecución de lo pactado, es la persona jurídica sindicato la que contrae la obligación de la prestación del servicio. Entre nosotros no sucede tal cosa pues una vez celebrado el contrato colectivo su contenido se vuelve funcionante; es decir toma vida en cada contrato individual de trabajo y la misión del contrato colectivo ha terminado. Servirá más tarde para probar su existencia, para ejercer alguna acción por incumplimiento de parte del patrono, para la interpretación de alguna cláusula oscura etc.; pero por supuesto como consecuencia de nuestro ordenamiento jurídico y como fuente creadora de derechos de las partes contratantes.

La Ley General sobre conflictos colectivos de trabajo, promulgada bajo la administración del General Salvador Castaneda Castro fue derogada por la Ley de CONFLICTOS COLECTIVOS DE TRABAJO, según el decreto #96 que fue aplicado en el D.O. # 80 T. 191 de 5 de mayo de 1961, bajo el gobierno de facto del Directorio Cívico Militar.

Entre los considerandos de esta Ley citamos el V por ser pertinente al tema que traemos y que dice: Que la Ley sobre Conflictos Colectivos de Trabajo, emitida y que dice: Que la Ley sobre Conflictos Colectivos de trabajo, emitida en 1946, no obstante haber sido reformada con posterioridad, no regula en forma completa, justa y eficiente las situaciones jurídicas y los derechos que para los trabajos y los trabajadores ha establecido la C.P. vigente, por lo cual es necesario emitir una Nueva sobre Conflictos Colectivos de Trabajo que establezca en forma armónica y clara tales situaciones y derechos”.

Si en el conflicto colectivo participaren trabajadores no sindicatos, estos serán representados en el mismo por un comité integrado por tres miembros elegidos por los trabajadores interesados en la huelga o paro y que deberán ser trabajadores permanentes de la empresa o establecimiento respectivo”.

Hemos agotado el punto en lo que respecta a la parte trabajadora, pero consideramos que para tener la unidad de nuestra visión y hacer el enfoque global en lo que corresponde a los sujetos que tienen la titularidad en la celebración del contrato colectivo de trabajo, o en otras palabras los sujetos que hacen las veces de partes contratantes es necesario que estudiemos lo referente a la parte patronal. Así encontramos como el art. 1º de la Ley de Contratación Colectiva de fecha 9 de Agosto de 1950 al definir en su art. 1º. Lo que es el contrato colectivo de trabajo encontramos que el otro sujeto de la relación fuera del sindicato de trabajadores puede ser: uno o varios patronos.

2) Del lado de los trabajadores era siempre un grupo o una asociación con personalidad jurídica quien celebrada el contrato colectivo. Nos sigue diciendo: Esta característica acuñaba la denominación de contrato colectivo de trabajo, pues este sería para regir las relaciones de trabajo para una colectividad obrera.

Charles Visher, sostuvo que el Contrato Colectivo únicamente adquiría vida si se celebraba con una asociación legalmente reconocida. El profesor Belga nos trae a cuenta varios ejemplos con los cuales refuerza su posición. Veamos dichos ejemplos: “a) Supongamos, decía que una unión temporal de trabajadores pacta un contrato colectivo de trabajo. Lo cierto es que únicamente existirá el nombre, pero no la institución, pues haciendo un análisis de la situación jurídica creada, se verá que se resuelve en disposiciones comunes a contratos individuales, o bien no hay un sujeto propio de los derechos y obligaciones consignados en el contrato colectivo. b) Admitimos ahora que interviene una asociación obrera que carezca de personalidad jurídica. Faltará también el sujeto activo de los derechos, capaz de exigir a los empresarios el estricto cumplimiento del contrato;
c) Es, pues necesario para que surta sus efectos naturales y pueda reclamarse su cumplimiento que se célebre por un sujeto de derechos y obligaciones y tan sola pueda ser la asociación profesional obrera revestida personalidad jurídica.”

Nuestro punto de vista es que la titularidad por parte de los trabajadores le debe corresponder únicamente a la asociación profesional para la defensa de sus intereses y la consecución de sus fines y si tomamos en cuenta por otra parte que la voluntad de un patrono tiene más fuerza que la de cien o más trabajadores aislados, lo que no sucederá si estos se compactan formando una asociación.

Veremos más adelante lo que es una asociación profesional o sindicato, así como lo que se debe entender por patrono. También veremos a quienes les corresponda la negociación y aprobación del contrato colectivo sin olvidar también que clase de representación tienen los negociadores del contrato colectivo.

Habíamos visto anteriormente quienes tienen la titularidad del derecho es decir de ser parte en el contrato colectivo de trabajo. Y encontramos que en nuestra legislación positiva solamente lo puede ser un sindicato de trabajadores y un patrono. Ya veremos si esto es cierto. Pero antes consideramos también como de necesidad que determinemos qué es un sindicato y qué es un patrono, pues elementos de nuestro trabajo y por tanto material de nuestro estudio. El principal objetivo que persiguen los sindicatos es el profesional, de ahí que una asociación ya sea constituida de trabajadores o por patronos, que no tenga por fin la defensa de los intereses profesionales no se le puede considerar como sindicatos.

Haremos algunas referencias históricas para que nos sirva como una ilustración. EDAD ANTIGUA. Podemos afirmar que en esta edad no se conocieron asociaciones de trabajadores semejantes a los sindicatos, tal como los tenemos en la actualidad. En la Roma imperial existieron los “Collegia”. Es decir fundaciones de colegios o cuerpos artesanales, que tuvieron existencia en tiempo de Servio Tulio, pero aún con estas manifestaciones podemos decir que lo cierto es que ni en Roma, ni Grecia existieron asociaciones profesionales, y que estas que existieron fueron impulsadas por cuestiones religiosas para rendir culto a un Dios pagano.
EDAD MEDIA. Tampoco se conocieron asociaciones profesionales no obstante que algunas asociaciones conocidas con el nombre de “corporaciones” desarrollaron algunos fines de índole laboral. Asimismo se conocieron las asociaciones de compañeros en las cuales nos parece encontrar cierta similitud con los sindicatos actuales, y estas se encontraban formadas por operarios y ya su compactación presenta una conciencia de clase más arraigada.

Las corporaciones eran verdaderas asociaciones gremiales, en la que sus elementos ejercían el mismo oficio, profesión o especialidad. Constituían verdaderos círculos cerrados, de donde nadie se atrevía a ejercer la profesión u oficio si no se encontraba formando parte de la corporación.

En cuanto a su organización se distinguían: los maestros, compañeros y aprendices. El aprendiz ocupaba el último peldaño en categoría y formaba parte del grupo familiar. Ante estas concentraciones de capitales, tienen que recurrir los señores feudales quienes se encontraban en condiciones ruinosas y necesitaban de fuertes sumas de dinero para emprender su lucha contra el Estado. En esta forma nos encontraremos de ahí en adelante con un nuevo poder que tiene vida dentro del mismo Estado soberano.

El poder e influencia de las corporaciones cada día se hacía sentir con más pujanza al extremo de constituir verdadero peligro para la paz del mismo Estado. Y es por ello que el Estado tiene que luchar contra dichas corporaciones a través de las leyes entre las cuales recordamos el Edicto de Turgot y la Ley de Chapelier.

EDAD MODERNA. Los sindicatos podemos afirmar que son productos de esta época y nacen como una consecuencia directa de la revolución industrial. Y es que era lógica que la situación de los obreros que aisladamente sufrían se solidarizaran formando organizaciones de clase ya que reconocieron que la necesidad de uno era la misma de los demás. El movimiento obrero de la sindicalización no es sino que la expresión de ese sentimiento de rebeldía propia de la clase trabajadora como consecuencia de la situación existente en la época pre-industrial. Recordemos que al comenzar la industrialización se da un golpe mortal a la institución agrícola y con ello se lesionan los intereses de los grandes feudos donde operaban los siervos de la gleba: Esto trajo como resultado las grandes corrientes migratorias del campo hacia la ciudad, pues la gente tras el mejor salario dejaban los campos para buscar la ciudad donde soñaba encontrar su salvación con mejores salarios.

OBLIGACION DE CONTRATAR

Hemos determinado los sujetos que tienen la titularidad en la contratación colectiva de conformidad con nuestro Código de Trabajo. 
Desde el punto de vista doctrinario no solamente pueden celebrarlo un sindicato de trabajadores y un patrono, sino que también les corresponde ese derecho a varios sindicatos de trabajadores o a unos varios sindicatos patronales no faltando legislación que se lo conceda a un grupo de trabajadores coaligados esporádicamente. Por ello es que entre las definiciones que se dan de contrato colectivo de trabajo se cita la siguiente: Contrato Colectivo es todo convenio celebrado entre uno o varios sindicatos de trabajadores y uno o varios sindicatos patronales con el objeto de establecer las condiciones según las cuales debe prestarse el trabajo”.

Tócanos ahora determinar si contratar constituye una obligación de la parte patronal o de la parte trabajadora.

La legislación Mexicana considera que la celebración del contrato colectivo de trabajo es obligación del empresario, puesto que el derecho del trabajo, es un derecho para los trabajadores, una auténtica garantía en la defensa de sus intereses, pues no debemos de olvidar que la sociedad contemporánea se ha impuesto la misión primordial de ofrecer a los hombres una existencia digna, razón por la cual se debe de proteger en debida forma y darle mayor valor al factor trabajo considerándolo bajo todo punto de vista, como un factor o elemento fundamental de la producción.

Nuestras leyes consideran que tanto patrono como el sindicato tienen la obligación de negociar contratos colectivos de trabajo. Vemos que la negociación es un antecedente de la celebración. Por eso consideramos que el cambio de los términos negociación por celebración sea más técnico y correcto, porque si dejara celebración tal como lo decía en las leyes anteriores se podría interpretar como si el patrono tuviere que aceptar las condiciones propuestas por el sindicato. Lo correcto debe ser el término negociación por celebración sea más técnico y correcto, porque si dejara celebración tal como lo decía en las leyes anteriores se podría interpretar como si el patrono tuviere que aceptar las condiciones propuestas por el sindicato. Lo correcto debe ser el término negociación que se debe entender en el sentido de que el patrono discutirá el proyecto de contrato colectivo que le presente el sindicato y que todo patrono se obliga a reconocer la titularidad o el derecho de celebrar contrato colectivo de trabajo, si tiene el 51% de los trabajadores de la empresa y que tiene la obligación de entrar a las discusiones de las cláusulas del contrato. Nuestra legislación ha ido más allá al cambiar este término puesto que negociación en sentido amplio comprende las pláticas que se llevan a cabo y la celebración.

El período de la negociación colectiva puede ser considerado como un momento especial en la vida de todo sindicato. Es cuando se debe hacer conciencia en cada uno de sus miembros a través de la persuasión y enseñarles que cada reivindicación que se obtiene en cada contrato colectivo representa el sentimiento y las aspiraciones de los trabajadores. Para ello es indispensable llevar a cabo programas especiales cuyas finalidades sean el fortalecimiento de una mejor estructura en la organización para obtener mejor unidad y disciplina a sus miembros que como fuerza viva del progreso se haga sentir.

El patrono para que se encuentra obligado a la negociación con el sindicato que se lo solicite es necesario que en su empresa haya el 51% de esos trabajadores cuando se lo pida el patrono. Pero para que sea obligatoria la negociación es necesario también que ese 51% de trabajadores sindicalizados lo haya existido durante los sesenta días anteriores de aquel en que una de las partes hubiere presentado a la otra el proyecto respectivo ya sea directamente o por medio del director del Departamento Nacional del Trabajo. Nos está indicando que el porcentaje exigido debe existir durante todos los sesenta días, o sea que no debe faltar ese porcentaje en esos sesenta días.

En cambio la ley anterior derogada por el Art. 488 N° 15 del Código de Trabajo, y según reforma introducida el 18 de Mayo de 1959 decía que el porcentaje que entonces era de 60% bastaba que se hubiere llenado en cualquier momento de los sesenta días anteriores. Esa parte del art. Dos de la Ley derogada decía así: Para que sea obligatoria la revisión o celebración del contrato bastará con que se de los sesenta días anteriores, aquel en que una de las partes hubiere presentado a la otra el proyecto respectivo, ya sea directamente o por conducto del Delegado Inspector Departamental del Trabajo del lugar en que está ubicada la empresa”.

Cuando la negociación se hace a través del Director del Departamento Nacional del trabajo se deben de acompañar dos copias del proyecto del Contrato Colectivo y el Director a cada una de las copias le certificará el día y la hora de la presentación, se quedará con una copia y la otra se le enviará a la otra parte según quien sea la parte que presente el proyecto para la negociación. Esta atribución de intervención concedida al Director del Departamento Nacional del Trabajo tiene su base en el Art. 12 numeral 40 de la Ley Orgánica del Ministerio de Trabajo y Previsión Social cuyo tenor literal dice: “fomentar la formación de asociaciones profesionales de trabajadores y auxiliares en su desarrollo, así como fomentar la celebración de contratos y convenciones colectivas de trabajo”.

El patrono puede celebrar contratos colectivos no solo en forma obligatoria sino que también lo puede hacer en forma voluntaria siempre que los trabajadores y el sindicato o sindicatos a que pertenezcan estén conformes. Y es claro que así debe ser, o sea que debe existir común acuerdo entre las partes contratantes para que se pueda celebrar contratos colectivos voluntariamente.

La obligación de la negociación del contrato colectivo le corresponde a la Junta Directiva General o Seccional o subseccional conforme el Art. 204 numeral 9 y 205 del código de Trabajo. Así encontramos que entre las obligaciones de la Junta Directiva General la de “negociar las convenciones y contratos colectivos de Trabajo”. Similar obligación corresponde a las Juntas de las directivas Seccionales y Sub-seccionales.

La culminación de la negociación del contrato corresponde ya al sindicato como persona jurídica atribución que se encuentra especificada en el art. 206 cuando se establece en tal disposición que corresponde a los sindicatos a) celebrar contratos y convenciones colectivas de trabajo”.

La negociación del contrato colectivo puede ser confiada por el sindicato ya sea a uno o más de sus miembros de la directiva o puede ser confiada a un apoderado del mismo. Una vez que las partes se han puesto de acuerdo en la negociación hasta ese momento el compromiso de paz no tiene valor alguno puesto que le falta aprobación de la Asamblea General, seccional o sub-seccional. En el Art. 199 letra B también se encuentra entre las atribuciones correspondientes a las Asambleas Seccionales y Sub-seccionales en el numeral dos”, aprobar el presupuesto anual de ingresos y egresos del sindicato, en las partidas relativas a la sección o sub-sección, y los contratos y convenciones colectivas de trabajo que lo afecten”.

Problema que nos llama la atención y que nos viene a confirmar la naturaleza del Derecho-Laboral es el referente a la representación del sindicato y de la parte patronal.

Y nos llama poderosamente la atención porque siguiendo siempre los cánones del código y Derecho Civil sabemos que las actuaciones del representante se entienden hechas por el representado.

Y estos representantes del sindicato que entran en la negociación del contrato colectivo o que le lleven a cabo por medio del abogado de la asociación su actuación no tiene valor si no recibe la aprobación de la Asamblea General, cuando se trata de sindicatos de empresa. De esto resulta que el trabajo llevado a cabo por el Abogado del sindicato en una negociación tendrá valor solo y cuando el sindicato haya dado su aprobación en Asamblea General.

Y el problema se vuelve más complicado cuando en la contratación tienen que participar el Estado o las instituciones oficiales autónomas o semi-autónomas. De ahí que si el respectivo ministro rechaza lo pactado por las partes y aún ya aprobado en asamblea general, no habrá contrato colectivo y todos los esfuerzos de las partes habrán fracasado, el tiempo se habrá perdido inútilmente y las actuaciones de las personas a quienes se confiaron la negociación siempre estará condicionada a las aprobaciones correspondientes para que se surtan sus efectos legales.

Justificación para que el sindicato celebre contrato colectivo.
En la empresa encontramos los dos elementos de la producción: capital y trabajo. Estos son los dos elementos de la profesión que se encuentran íntimamente vinculados dentro de una comunidad. Se necesita entonces de una ley que rija a patronos y trabajadores en sus relaciones laborales.

Ahora bien, si en la empresa debe de regir la igualdad del salario y si ese principio se logra a través del contrato colectivo entonces tenemos que a cualquier miembro de la profesión se justifica que le imponga la celebración del contrato colectivo en el conjunto que constituye la profesión. Existirá entonces una ley que regirá el conjunto de relaciones consideradas en masa, de la empresa y surgirán derechos y obligaciones. Derechos de los trabajadores será la igualdad de los salarios y beneficios a ellos, pero al mismo tiempo para la parte patronal habrá derechos que le favorezcan. De donde resulta que si los trabajadores logran la igualdad de salarios, el patrono logra la paz de la empresa. Esto solamente se logra mediante el contrato colectivo que será la ley que tendrá que regir dentro de esa comunidad. En esta forma se justifica la imposición de celebrar contrato para el sindicato.
CAPITULO III

REQUISITOS ESENCIALES Y FORMALES PARA LA EXISTENCIA Y VALIDEZ DEL CONTRATO COLECTIVO DE TRABAJO

Para que el contrato colectivo de trabajo pueda tomar vida se necesita la intervención de los titulares del derecho de celebración del contrato colectivo, es decir la intervención de un sindicato de trabajadores y de un patrono. Esto vendría a ser lo que en doctrina de derecho común conocemos como la capacidad para contratar.

El sindicato de trabajadores contratantes debe tener existencia legal o sea personalidad jurídica, la cual es concedida por acuerdo del Poder Ejecutivo en el ramo de trabajo y previsión social. Ahora bien, el sindicato de trabajadores para poder actuar tendrá que hacerlo por medio de personas naturales, que siendo miembros de la junta Directiva tengan la representación judicial o extrajudicial para actuar ya sea en forma conjunta o separada, sin que el número de estos miembros pueda exceder de tres. Pero esta representación no es de la que la asociación profesional se vale para la negociación del contrato colectivo de trabajo, aunque eso no quita que alguno de esos miembros se les conceda tal facultad.

El sindicato delega tal facultad en cualquiera de sus miembros, pero ya cuando tiene que suscribir el contrato colectivo lo hace por medio de la persona que tiene la representación legal conforme a sus estatutos.

Se distinguen dos clases de representación: una que se refiere a la capacidad procesal, representación en juicios pero que no se puede extender el otorgamiento de actos jurídicos de la naturaleza del contrato colectivo de trabajo, es decir a la facultad de celebrar contratos colectivos, que es la otra.

Se debe distinguir la capacidad para negociar que corresponde a la directiva en bloque y la capacidad para intervenir en juicio que es la representación.

En lo que respecta al otro sujeto de la contratación o sea al patrono, se puede decir que las reglas del derecho común se le tendrán que aplicar, ya sea esta persona natural o jurídica.

La negociación del contrato colectivo corresponde a la Junta Directiva General del sindicato de conformidad con el numeral noveno del Art. 204 del Código de trabajo.

Igual atribución le corresponde a las Juntas Directivas Seccionales y Sub-seccionales. Pero ya cuando se trata de la celebración será el sindicato conforme al Art. 206 del Código de Trabajo literal a) del mismo precepto citado.

Otro de los requisitos indispensables para el contrato colectivo tendrá que ser el consentimiento de las titulares de la contracción. Puesto que en todo acto jurídico debe de existir el consentimiento el cual no debe encontrarse viciado; es decir debe de manifestarse en forma libre. Ya dejamos expuesto por otra parte que el contrato colectivo es un acto jurídico y QUE EL TERMINO DE CONTRATO le hemos utilizado para facilidad de nuestro estudio y porque hemos querido conservar la terminología usada por nuestro Código.

Si el contrato colectivo de trabajo es un acto jurídico de las partes contratantes, o sea una manifestación de voluntad de las partes contratantes, de la cual se desea obtener efectos jurídicos, de ahí que su objeto debe de ser lícito. Y ya vemos que el objeto del contrato colectivo conforme el Art. 225 del Código de Trabajo es regular, durante su vigencia, las condiciones que regirán los contratos individuales de trabajo, en la empresa de que se trate y los derechos y obligaciones de las partes contratantes. De ahí que ese objeto tiene que ser lícito puesto que es la ley la que lo sanciona y además sino tuviere ese objeto no podría el sindicato lograr su fin cual es la defensa de sus intereses económicos y sociales.

No debemos olvidar que otro de los requisitos del contrato colectivo es la aprobación del mismo por la Asamblea General del sindicato contratante. Eso solo es posible para el sindicato de empresa pero no al de industria ni al de gremio.

Nos encontramos en la siguiente situación: que el proyecto colectivo presentado por el sindicato de trabajadores al patrono ha sido negociado por los delegados del sindicato con poderes suficientes o por su abogado y por los patronos o apoderado. Pero que aún llegando a un arreglo en lo que respecta a las cláusulas del contrato colectivo de trabajo, esa actuación de los delegados o representantes del sindicato tienen que ser aprobada por la Asamblea General, o la Seccional o Sub-seccional según el caso, para que tenga validez ya que de lo contrario habíase perdido tiempo y esfuerzos.

Esta aprobación de la Asamblea solo para el sindicato de empresa.
Un requisito más presentase cuando uno de los sujetos del contrato colectivo de trabajo es el Estado o una entidad autónoma por ejemplo, pues conforme el Art. 238 se exige para su validez la aprobación del respectivo Ministro de Estado, quien deberá oír la opinión del ministerio de Hacienda y de la Corte de Cuentas de la República. Estamos frente a situaciones donde la representación del derecho común sufre modificaciones sustanciales, puesto que ya el principio general del derecho común sufre modificaciones sustanciales, puesto que ya el principio general del derecho común de que los actos ejecutados por el mandante se entiende ejecutados por el mandatario no encaja en las situaciones que hemos analizado, puesto que las actuaciones de los mandantes para que tenga valor se necesita la ratificación o aprobación posterior.

FORMALIDAD
El contrato colectivo de trabajo de conformidad con el Art. 231 del Código de Trabajo debe constar por escrito, en tres ejemplares firmados por las partes contratantes.

La razón que justifica que el contrato colectivo conste por escrito es poa la dificultad que se presentaría a las partes recordar las estipulaciones pactadas, si tomamos en cuenta la complejidad de estas, la extinción de las materias que regulan etc. lo que sería difícil o constituirla un problema si se quiere confiar a la exactitud y fidelidad de la memoria de las partes contratantes.

La forma escrita se exige tomando en cuenta que el contrato colectivo es una fuente creadora de derechos, situaciones jurídicas que necesitan de publicidad para que se tenga conocimiento por parte de los interesados.

Este requisito lo exige nuestra ley como requisito de solemnidad, ya que el contrato colectivo de trabajo es solemne y la exigencia de lo escrito entre ejemplares lo encontramos en el Art. 231 del C. de T. donde se establece la forma en que debe constar tal instrumento.

El Art. 234 del Código de Trabajo establece que la existencia del contrato colectivo de trabajo sólo puede probarse por medio del documento respectivo debidamente inscrito o mediante certificación de la inscripción extendida por la sección correspondiente del ministerio de trabajo y previsión social. Esta es la sección de Sindicatos y de Contratación Colectiva.

Las partes contratantes presentarán los tres ejemplares a la sección ya mencionada con el objeto de que se registren. Esta presentación la harán dentro de los treinta días siguientes al día de la celebración.

Una vez que hayan sido presentados los ejemplares a la sección correspondiente, esta los examinará dentro de los cinco días subsiguientes a su presentación con el objeto de ver si reúnen los requisitos formales, y si, las partes contratantes son capaces de realizar tal acto jurídico. Si no se encuentra contravención a las leyes como sería el caso por ejemplo que haya estipulaciones en alguna cláusula del contrato colectivo que sea inferior a la contemplada en las leyes laborales entonces se inscribe, pero si hay contravenciones se devuelve a los interesados con las observaciones del caso.

De la resolución del Ministerio no hay recurso alguno. El recurso de que se nos habla es innominado aunque sus efectos parecen ser de revisión. La ley no dijo qué clase de recurso es el que se debe interponer. Porque si fuera apelación admitiría nuevas pruebas. De ahí que un rechazo de una inscripción se debe de decir que se recurre de ese fallo sin decir que recurso se interpone.

De los tres ejemplares cuando ya han sido inscritos se le entrega uno a cada uno de las partes contratantes y el tercero queda en el archivo de la sección ya mencionada.

En cada uno de los ejemplares se anotará la hora y fecha del registro y el libro, número y folio en que aparezca el asiento conforme el Art. 233 del Código de Trabajo. 

Inscrito a las nueve horas del día veintiocho del mes en curso bajo el número cuatro de folios 41 v. a 52 v. del libro quinto del Registro de Contratos Colectivos y de Contratación Colectiva del Departamento Nacional del Trabajo. Se hace constar que se tuvieron a la vista los documentos con que las partes legitimaron su personería y la certificación del acta de la Asamblea General, Sindical en que fue aprobado y que a juicio de esta sección, se tiene por no escrita la cláusula sesenta y uno, por ser violatoria de la Ley de Contratación individual de Trabajo.
Sección de Sindicatos y de Contratación del Departamento Nacional de Trabajo, San Salvador, a las nueve horas y quince minutos del día veintiocho de junio de mil novecientos sesenta y dos.
f. _________________________
Jefe de la Sección de Sindicatos
y de Contratación Colectiva

f. ____________________ Srio.

Sobre la inscripción del contrato colectivo de trabajo hay quienes la consideran que es indispensable porque se trata de un requisito de existencia y de validez. Puesto que conforme al Art. 229 literal c) la ley respeta la autonomía de la voluntad de las partes contratantes correspondiéndolas a estos la determinación de la fecha en que el contrato colectivo entrará en vigor; es decir desde cuándo entrará en vigor, así como su duración. De ahí que las partes pueden hacer coincidir la fecha de la vigencia del contrato colectivo con la fecha de la inscripción, o varios días después de la inscripción como generalmente se acostumbraba o pueden darle efecto retroactivo si así lo acuerdan.

Hay sin embargo legislaciones donde se establece que el contrato colectivo sólo surtirá sus efectos a partir de la fecha de la inscripción y si no se inscribe es nulo. Para nosotros la inscripción es el procedimiento que nuestro sistema jurídico ha establecido para que se tenga conocimiento auténtico de las cláusulas estipuladas en el contrato colectivo por los interesados en el mismo.

No sucede lo mismo en otras actuaciones jurídicas donde nuestro legislador le da un efecto distinto a la inscripción. Como vemos en el caso de las sociedades anónimas donde nos dice en el Art. 236 del Código de Comercio, que ninguna compañía anónima tendrá existencia legal sino es desde la correspondiente inscripción”.

CONTENIDO DEL CONTRATO COLECTIVO

Si el objeto de la asociación profesional es la defensa de sus intereses económicos y sociales, y si esta defensa la efectúa a través del contrato colectivo de trabajo, ya podemos comprender la importancia que tiene el contenido de esta institución. Autores como Lotmar han considerado que en el contenido del contrato colectivo se distinguen tres clases de disposiciones: a) disposiciones transitorias; b) disposiciones que se refieren al contrato colectivo en sí mismo y c) normas sobre las condiciones generales de trabajo. De estas tres clases de disposiciones pueden faltar las primeras puesto que son accidentales y no hacen referencia alguna con el contenido del contrato. En cambio las normas o disposiciones de la segunda clase y de la tercera, son indispensables y necesarias de tal suerte que no pueden faltar.

Las normas o condiciones generales representan el núcleo del contrato colectivo, núcleo que se encuentra protegido por las disposiciones de la segunda clasificación.

Para estos autores en la envoltura que viene a ser las veces de continente comprende la forma, duración, terminación y revisión del contrato colectivo. En el elemento normativo se encuentran todas las condiciones generales que se vaciarán en los contratos individuales de trabajo ya sea presentes o futuros. El elemento obligatorio estará representado por las obligaciones que contraen para sí las partes contratantes y por último las disposiciones transitorias que contendrán estipulaciones que no son indispensables en el contrato colectivo si llegaren a faltar.

La oficina internacional del trabajo encuentra en el contenido de contrato colectivo dos elementos: “una reglamentación de los derechos y obligaciones de las partes en la convención colectiva, ya sean sindicatos profesionales, comités paritarios, organizaciones corporativas o grupos de trabajadores partes en las instancias de conciliación; y 2) Una reglamentación de las condiciones de trabajo en favor de las personas representadas por las partes en convención colectiva”

Analizando nuestra legislación encontramos en el Art. 275 del Código de Trabajo los requisitos que debe contener el contrato colectivo de trabajo.

Las partes que suscriben el contrato colectivo deben de identificarse puesto que cualquier incumplimiento dará lugar a la responsabilidad de la parte que lo viole. Por esa razón en las cláusulas del contrato colectivo debe aparecer claramente el nombre del sindicato de trabajadores que contrata y el del patrono que puede ser persona natural o jurídica.

Como la persona jurídica tiene que realizar sus actos por medio de personas naturales, y siendo el sindicato una persona jurídica entonces también es necesaria la identidad de las personas que suscribirán el contrato colectivo a nombre del sindicato y será entonces la cédula de identidad personal el documento indispensable para llenar este requisito. También se debe de hacer constar la calidad en que actúa, es decir si actúan en representación del sindicato o como apoderado del mismo. En el caso de patrono, si es persona natural, sus generales, y si se trata por ejemplo de una sociedad puede ser el representante legal de la misma quien lo suscrita en ese carácter, o puede ser que el apoderado de la sociedad contratante lo haga a nombre de la misma.

En el literal c) del artículo que comentamos encontramos que serán las partes las que tienen que determinar la fecha desde cuando el contrato colectivo de trabajo entrará en vigor y hasta cuando, es decir se tiene que determinar el tiempo de duración, que conforme la ley n puede ser ni menos de un año ni más de tres. La vida del contrato colectivo de trabajo se desenvuelve a través de una duración determinada o sea de un plazo; pero dentro de este plazo lo estipulado al sobrevenir circunstancias extraordinarias e imprevisibles pueden ser modificadas por razones de justicia y de equidad. El sindicato tratando de superar el contenido del contrato colectivo anterior, en tanto que la parte patronal, buscando objetivos contrarios.

Además de la duración y revisión del contrato colectivo las partes pueden estipular, de conformidad con el Art. 236 letra f) causas por las cuales termina el contrato, fuera de las establecidas por el mismo artículo. Esto es, lo que en doctrina se conoce como la envoltura del contrato agregándole lo referente al imperio de la institución o sea la empresa donde debe regir.

Entre esas condiciones generales que se determinarán en los contratos colectivos y que regirán los contratos individuales tenemos: las normas que fijan las jornadas de trabajo, los días de asueto, salarios, días de descanso, pago de horas extras, etc. El sindicato puede lograr por ejemplo que la empresa en lugar de darle quince días de vacaciones anualmente a los trabajadores, les dé 20 días, pero esta ventaja alcanzará aún lo no sindicalizados; que la que la semana laboral son de cuarenta horas, mayor número de días de asueto; que cuando la semana laboral sea por ejemplo de cuarenta horas no se crea que para los trabajadores puedan descansar más horas, como sería el caso de sábado y domingo, sin que con el objeto de que se entre más luego el tiempo extraordinario, o sea pues de que la lucha de los trabajadores debe de ser acortar la jornada de trabajo para entrar más rápidamente al tiempo extraordinario el cual está mejor remunerado que el ordinario y tendrán mayores ingresos. Todas estas ventajas logradas en el contrato colectivo de trabajo entran a formar parte las condiciones de los contratos individuales de trabajo, de los trabajadores de la empresa y sin distinción alguna, contenido que de ahí en adelante será respetado por parte patronal.

El sindicato puede lograr incluso ciertos privilegios que las leyes nuestras no los conceden como sería el caso por ejemplo de alguna pensión por retiro de trabajadores, después de cierto tiempo de trabajo etc.

Por ello la letra d) del artículo en estudio dice: “cláusulas que determinan los derechos y obligaciones de las partes contratantes”. Y es que los trabajadores pueden lograr por ejemplo, que la empresa los establezca la guardería infantil de sus hijos, clínicas médicas, hospitales, campos deportivos, centros recreativos etc. Hay derechos y obligaciones de trabajadores y empresarios.

Con el objeto de que lo pactado pueda llevarse a feliz término, las partes pueden no obstante su buena fe para asegurarse al cumplimiento poner cláusulas de garantía. Esto a nuestro modo de ver representan lo que en doctrina recibe el nombre del elemento obligatorio y que se encuentra representado por las normas que tratan de asegurar la efectividad del elemento normativo y que según Hueck Nipperdey fijan las obligaciones que contrae hacia la otra cada una de las partes que celebraron el contrato colectivo.

Las partes tienen además libertad para hacer las estipulaciones que crean convenientes. Esto son disposiciones accesorias de las partes.

EFICACIA Y RELEVANCIA. Cuando se habla de la eficacia del contrato colectivo de trabajo, el primer problema que se puede presentar es resolver cuando se va a determinar la iniciación del mismo. Generalmente el punto de arranque siempre ha dependido de la contratación, coincidiendo con la presentación del instrumento a la inscripción en el organismo competente; anteriormente las partes estipulaban que la fecha de la iniciación del contrato sería la de la inscripción. Y es que las partes están en libertad de determinar como fecha de iniciación del contrato colectivo de trabajo ya sea la fecha de la inscripción, varios días después de la inscripción, y aún antes de la inscripción como sería la fecha en que se iniciaron las negociaciones.

Ante este último caso tendríamos que abordar el problema de la retroactividad del contrato colectivo de trabajo, la aplicación de esta norma que surge del contrato colectivo a situaciones jurídicas anteriores a su nacimiento. Porque habría incidencia si se llegara a aplicar a contrato existentes antes de la inscripción, o a contratos que terminaron antes de que la norma entrara en vigencia. Esto podría presentar si en el contrato colectivo de trabajo se limitara al patrono el derecho de despedir a sus trabajadores, y se efectuara estos despidos entre la fecha de la negociación y la fecha de la inscripción.

Ante una estipulación de esta clase el patrono tendría que reinstalar a los trabajadores despedidos. Otro caso sería si la ley no dijera nada en lo referente a la indemnización por la antigüedad, y el patrono despidiera a trabajadores antes de la vigencia del contrato colectivo de trabajo. Aunque son situaciones anteriores al contrato colectivo se tendría que darle la indemnización a los trabajadores despedidos. Hay quienes no están de acuerdo en esto que las partes estipulan, porque consideran que las partes no están facultadas para darle afecto retroactivo. Nosotros consideramos que cuando las partes contratantes pactan algo que no está previsto por la ley, o que si está previsto es superado por el contrato colectivo a favor de los trabajadores, o lo pactado no constituye objeto ilícito ni atenta contra el orden público, ni contra las buenas costumbres, no están inhibidas de hacerlo, entonces están en plena libertad de darle efecto retroactivo a lo pactado.
Es posible que los opositores crean que esas situaciones jurídicas que se presentan no se traten de derechos. Pero no debemos de olvidar la teoría de los derechos adquiridos que no solamente se refiere a derechos adquiridos que han entrado en el patrimonio de quien los reclama sino que aún a meras expectativas o esperanzas, no digamos a situaciones jurídicas pro existente. Podemos decir que en nuestra legislación el problema de la retroactividad aparece no solo como un principio constitucional sino que también en la ley secundaria.

En materia constitucional las leyes no pueden tener efecto retroactivo, salvo en materia de orden público, y en materia penal cuando la nueva ley sea favorable al delincuente. En la ley secundaria Art. 9 C. establece que “la ley no puede disponer sino para lo futuro y no tendrá jamás efecto retroactivo”.

Las facultades legales constituyen el supuesto para la adquisición de derechos y la posibilidad de tenerlos y ejercerlos como por ejemplo la capacidad de obrar, la facultad de testar. Las expectativas son las esperanzas de adquisición de un derecho fundado en la ley vigente, aún no convertido en derecho por falta de alguno de los requisitos exigidos por la ley, por ej. Las expectativas de sucesión del patrimonio de una persona viva”.

No encontramos la razón de aquellos que se oponen a que las estipulaciones del contrato colectivo sean aplicadas a aquellas situaciones que se dieron con anterioridad a su nacimiento, puesto que los efectos de la aplicación repercuten a favor de la clase trabajadores y en esta forma el sindicato logra defender sus intereses económicos.

Como la eficacia del contrato colectivo tiene que ser dentro de un plazo fijado se hace necesario determinar hasta cuándo estará en vigencia. Aunque esto está desarrollado al tratar del plazo, debemos de tomar muy en cuenta que el costo de la vida que sube y que baja tiene que desempeñar un papel principal. De donde podemos decir que el principio Rebus Sic Stentibus tiene vigencia.

RELEVANCIA DEL CONTENIDO

Podría pensarse que al vencer el plazo fijado para la duración del contrato colectivo su contenido caduque. Pero esto no sucede así puesto que las condiciones generales pactadas al incorporarse en los respectivos contratos individuales de trabajo, aún en el caso de que el contrato sea declarado nulo o inexistente, y su contenido sigue en el caudal de las relaciones jurídico individual.

De ahí que el plazo en ese aspecto no tiene relevancia jurídica.
Pero el patrono tampoco puede aprovecharse de esta situación para contratar nuevos trabajadores y establecer nuevas condiciones de trabajo o distintas a las que ya había establecido. El vencimiento del plazo no significa la caducidad del contenido medular por haberse incorporado su contenido en los contratos individuales de trabajo. Asimismo el patrono no puede dar condiciones inferiores a sus trabajadores. La relevancia del plazo está en que mientras dura el mismo contrato constituye un tratado de paz y no deben haber reclamaciones de una parte contra la otra y viceversa, sin que esto signifique por supuesto coartar el derecho de las partes de pedir la modificación en circunstancias extraordinarias e imprevisibles que sobrevengan durante la vigencia del mismo, o de pedir la revisión en los casos que la ley contempla.

EL CONTRATO COLECTIVO Y SU RELACIÓN CON LOS CONTRATOS INDIVIDUALES.

Nadie podrá negar que entre el contrato individual y el contrato colectivo de trabajo existe una estrecha relación de gran importancia, al grado de considerar al contrato individual de trabajo como el tubo de recepción que es llenado con el basamento del primero. Es decir que el contrato colectivo de trabajo, solamente sirve de molde de las prestaciones alcanzadas por el sindicato contratante pero que más tarde se vaciarán en los contratos individuales de los trabajadores.

Como se nota nuestro legislador define lo que es un contrato individual de trabajo, lo que no hace con el contrato colectivo, porque si nos fijamos bien nos daremos cuenta que las disposiciones últimamente citadas solamente nos están indicando las partes entre quienes se celebra y el objeto que se persigue con tal situación. Sin embargo no debemos culpar a nuestros legisladores al no haber dado esa definición, ya que las razones que le impulsaron pudieron ser poderosas: la premura del tiempo, proximidad de elecciones, cumplimiento de alguna disposición transitoria o la razón de siempre de que el Código no es propio para definiciones.

El sindicato de trabajadores contratantes como persona jurídica está formado por trabajadores. Estos trabajadores se encuentran vinculados con su patrono por contratos individuales de trabajo, contratos cuyas condiciones no son muy halagadoras, y encontrando su razón de ser en la circunstancia de que la voluntad del patrono se impone a la debilidad de la fuerza individual y a la necesidad económica del solicitante. Y todas esas ventajas obtenidas en ese plano de igualdad, se extenderán no solo a los trabajadores de la empresa, y no solo a los presentes sino que incluso a los futuros.

Sirva un ejemplo como vía de explicación para mayor entendimiento: la ley concede quince días de vacaciones después de un año de trabajo continuo en la misma empresa o establecimiento o bajo la dependencia de un mismo patrono, con excepción de los trabajadores agropecuarios y trabajadores del servicio doméstico.

Pero los trabajadores para que tengan derecho a los quince días deben de acreditar un mínimo de doscientos días trabajados en el año y que no hayan faltado injustificadamente quince o más días en el año de trabajo. Supongamos el caso, de que el sindicato a que pertenecen los trabajadores de la empresa logra celebrar un contrato colectivo con él, la empresa se consigue que las vacaciones serán de veinte días. Esta ventaja alcanzada, se extenderá no sólo a los trabajadores sindicalizados, sino que a todos los trabajadores de la empresa, puesto que es una condición que entra a los contratos individuales de trabajo y en esa forma el contrato colectivo toma vida, se vuelve funcionante.

El contrato colectivo nuestro, como molde que es de las condiciones que regirán durante su vigencia los contratos individuales de trabajo se extiende no solo a los miembros de la asociación profesional contratante sino que a todos los trabajadores de la empresa sin hacer distinto de ninguna clase. Pero será de justicia de que los trabajadores que no están sindicalizados gocen de beneficios alcanzados por los sindicalizados? “ Si no es justo, de qué armas disponen los trabajadores sindicalizados para su defensa?

Las anteriores interrogaciones nos obligan a entrar en el estudio de la libertad sindical. Y es que no debemos de olvidar como nos dice Trifón Callejas que los contratos colectivos “reflejan el perfecto equilibrio entre los factores de la producción y la unión más estrecha entre los patronos y obreros, puesto que ambos han definido libremente sus relaciones como resultante de la previa discusión de las condiciones en carnadas en la realidad, o sea en la necesidad de elevar la condición del proletario al mismo nivel de las clases patronales, en este aspecto de la contratación. “Asimismo don Guillermo Cabanellas con esa claridad que le es característica nos dice “los pactos colectivos de condiciones de trabajo son hoy una concepción generalizadora, aceptada tanto por los patronos como por los obreros. En ellos ven, unos como otros, la garantía de unas relaciones contractuales, fijas basadas en la libertad sincera del trabajo, en los que se encuentra, además la manifestación exacta de la voluntad de los contratantes exenta de todo artificio exacta de la voluntad de los contratantes exenta de todo artificio sin las cortapisas de un predominio individual o clasista, en la manera ágil que la vida actual impone en forma tal que se convierte en un estatuto formal, fijando en ellos las varias condiciones dentro de las cuales han de encontrar desenvolvimiento los contratos individuales. Los pactos colectivos representan una garantía de estabilidad y un libro jugo de voluntades: son ellos la conquista más firme del derecho del trabajo, la que se logra precisamente, en pugna con la violencia que fue su antecedente inmediato, en un idéntico pleno colaboracionista”.

Pero hasta qué punto se podrá justificar la participación de los trabajadores que no son miembros de la asociación profesional tengan derechos de gozar del esfuerzo alcanzado por los sindicatos a través de sindicato?

Será que nuestra ley quiere poner de relieve en todas sus manifestaciones el principio de igualdad, de que a trabajo igual, igual remuneración, es decir no establecer la discriminación entre los trabajadores sindicados y los que no lo son? Esto ha influido sin lugar a dudas en el pensamiento del legislador si tomamos en cuenta que al igualar las condiciones de trabajo en una empresa, esta se democratiza y con ello se le cierra la puerta a las maniobras de ciertos patronos que se aprovecharían de la venalidad de algunos trabajadores auge sin convicciones definidas se olvidan de luchar en pro de su clase cuando ya sus pretensiones personales han sido satisfechas sin importarles el sufrimiento de los otros compañeros de trabajo. Pero una de las razones determinantes a nuestro criterio personal de permitir que gocen de los beneficios alcanzados en el contrato colectivo los no miembros de las asociaciones profesionales, ha sido evitar que se viole el principio de la libertad sindical. Hay sin embargo quienes dudan de esta compactación de los trabajadores y creen encontrar su razón de ser en el hecho de que cuando a un trabajador se le forzar a ingresar a un sindicato bajo ningún punto de vista lo está dando fuerza al movimiento sindical porque carece siempre de los sentimientos de solidaridad y no dará jamás su aporte personal.

Pero ya analizada esta situación a la luz de nuestra legislación laboral consideramos que el camino a seguir para lograr por una parte la solidaridad de los trabajadores, reforzar el movimiento sindicalista y no violar la libertad sindical es llevando a cabo una campaña de persuasión, de convencimiento de los trabajadores para que comprendan que la asociación profesional de trabajadores les servirá para resolver los problemas profesionales, ya sea de carácter económico, moral, cultural, etc., y que solamente a través de la lucha de estas instituciones lograrán elevar su estándar de vida más acorde con sus necesidades y con sus aspiraciones de seres humanos y no de masas esclavizadas. El capital por su parte debe reconocer en el trabajador un ser humano, un hombre con dignidad y no a un peón de la producción, carente de ideales visionarios.

LIBERTAD SINDICAL

En la mayor parte de legislaciones de tinte democrático se le concede a la persona natural el derecho de formar asociaciones y a los entes sociales del derecho de formar federaciones y confederaciones. La libertad sindical lleva invívita el derecho de que toda persona puede pertenecer a un sindicato pero por su propia voluntad. Pero también comprende la situación ya que y una vez dentro del sindicato, el trabajador sindicalizado puede retirarse cuando él lo desee; el aspecto positivo de la libertad sindical lo encontramos en el Art. 192 de la Constitución política cuando nos dice: “Que los patronos, empleados privados y obreros, sin distinción de nacionalidad, raza, credo, o ideas políticas tienen el derecho de ASOCIARSE LIBREMENTE para la defensa de sus respectivos intereses, formando asociaciones profesionales o sindicatos “Este mismo principio es desarrollado en el Art. 181 del C.T. y que establece que tienen el derecho de asociarse libremente para defender sus intereses económicos y sociales comunes, formando asociaciones profesionales o sindicatos, sin distinción de nacionalidad, sexo, raza, credo o ideas políticas, las siguientes personas: a) los patronos, obreros y empleados privados que laboren en empresas comerciales, industriales o servicios; y b) los obreros y empleados de las instituciones oficiales autónomas o semi-autónomas. Y es que la libertad de asociación es un cúmulo de libertad tales como: la libertad que tienen los individuos de formar parte de cualquier sindicato que deseen, la libertad de abstenerse, la libertad de constituir sindicato sin que la mano estatal se haga sentir, es decir libertad de independencia.

Desde el punto de vista técnico podemos afirmar que la libertad sindical existe en nuestro país aunque la realidad que el pueblo contempla sea distinta. Y es esa precisamente a nuestro juicio la razón por la que el Art. 230 del C. T. nos dice que “cualquier cláusula de exclusión en el contrato colectivo se tendrá por no escrita, y el patrono podrá emplear en su empresa, a trabajadores que no pertenezcan al sindicato”. Se exceptúa el caso de personas cuyas labores lo ameriten por su jerarquía científica, artística o técnica”.

El artículo que hemos transcrito indudablemente necesita una explicación para comprender como la cláusula de exclusión no juega ningún papel en los contratos colectivos nuestros a diferencia de otras legislaciones como la mexicana. Para ello traeremos a cuenta, ciertas definiciones, comenzando por lo que debemos de entender por cláusula. La cláusula sindical consiste en una estipulación de un contrato colectivo, por medio de la cual el patrón se obliga a contratar sólo obreros sindicatos o afiliados al sindicato que contrata.

La cláusula de exclusión, es aquella mediante la cual el patrón se compromete a separar del trabajo al asalariado que se retira del sindicato o aquel que es expulsado. La cláusula de exclusión por separación del trabajo de los miembros de las asociaciones profesionales que renuncien o sean expulsados del sindicato. La cláusula de preferencia o privilegio sindical, son obligaciones: preferir en igualdad de circunstancias, a los nacionales respecto de quienes no lo sean, a los que les hayan servido satisfactoriamente con anterioridad respecto de quienes no estén en ese caso, y los sindicalizados respecto a los que no estén, entendiéndose por sindicalizado a todo trabajador que se encuentre agremiado en cualquier organización sindical lícita. (Mario de la Cueva)

Si analizamos cada una de estas cláusulas nos daremos cuenta que en el fondo todas tienen de a fortalecer el movimiento de los trabajadores sindicalizados, a forzar a que los nos sindicalizados entres forzosamente a la asociación profesional para que puedan alcanzar las ventajas o privilegios que con ellas se consiguen. Es decir que se viene a establecer con ello una discriminación que bajo todas luces vendría a violar el principio de la libre sindicalización. Por ello sostenemos que la cláusula de exclusión de cualquier clase que sea es inconstitucional y es esa la razón por la cual aunque se ponga en un contrato colectivo se tendrá por no escrita.

Pero la discriminación no solamente debe verse del lado del sindicato sino que también del lado del patrono. De ahí que la disposición que analizamos establece en el fondo una prohibición para el patrono en el sentido de que no pacte en los contratos individuales de trabajo con los no sindicalizados condiciones diferentes a los que estén sindicalizados. Por otra parte no debemos de olvidar que si se le permitiera a la empresa dar mejores condiciones al os no sindicalizados se estaría violando otro principio constitucional contenido en el Art. 182 numeral 1° que dice “en una misma empresa o establecimiento y en idénticas circunstancias, a trabajo igual debe corresponder igual remuneración al trabajador, cualquiera que sea su sexo, raza, credo o nacionalidad. Y este principio de la igualdad se aplica también al caso de los trabajadores que por su jerarquía, científica, o técnica reciban mejores condiciones pues con ello se confirma la regla de igualdad en el tratamiento.

Es así como creen encontrar en la cláusula de exclusión la salvación de la asociación profesional, la manera de forzar a los trabajadores no sindicalizados a que formen parte del sindicato, que refuercen el movimiento, a obligar al patrono para que las plazas vacantes o nuevas de la empresa sean llenadas por trabajadores sindicalizados, a obligar al patrono a que se tenga preferencia para los miembros de la asociación a que en aquellos casos en que el patrono tenga que despedir se dirija primero con los no sindicatos, en otras palabras a que solamente habrá trabajo, y estabilidad en el mismo si son miembros del sindicato. De tal suerte que la cláusula de exclusión no es aceptada en nuestro régimen de derecho por ser violatorio de la libertad de sindicalización conceptuada en el Art. 192 de nuestra Constitución política y confirmada en el Art. 230 del Código de Trabajo y del Art. 207 del mismo cuerpo de leyes cuando nos dice:

Que los sindicatos no podrán desarrollar otras actividades que las señaladas por el Código de Trabajo y los estatutos. Y así establece en su literal d) la prohibición de impedir a los no afiliados que ejerzan sus labores; que constriñan a los extraños con amenazas o violencias o por medios distintos de la propaganda y persuasión lícita a ingresar al sindicato o ingresar a otro o celebrar libremente contratos individuales de trabajo que no afecten los contratos y convenciones colectivos de trabajo.

El hombre que trabaja debe ser libre en sus determinaciones de ingresar o salir del sindicato que pretende o que ha formado parte.

PLAZO EN EL CONTRATO COLECTIVO

Siendo el contrato colectivo de trabajo un compromiso que contraen las partes contratantes constituyen en el fondo un tratado de paz mientras dura su vigencia y mientras las circunstancias que obligaron a las partes a contratar se mantienen en las mismas condiciones.
Entonces es imprescindible de que el sindicato canalice sus peticiones haciendo uso de los instrumentos que la misma ley les proporciona como es el contrato colectivo de trabajo, medio que les servirá para lograr mejores condiciones económicas y obtener mejores ventajas que las que la parte patronal podría conceder en forma dadivosa. Igual oportunidad tendrá la empresa para hacer uso de sus derechos siempre y cuando reúna los requisitos exigidos por la ley.

En el primer caso el tiempo de duración del contrato está condicionado a la duración del trabajo, ya que sería ilógico que las partes fijaran una duración que excediera al tiempo que se necesitaría para llevar a cabo la terminación de una obra. En la segunda hipótesis, las partes han acordado un tiempo determinado, durante el cual reinará la paz siempre y cuando las circunstancias que los obligaron a pactar prevalezcan. La tercera forma de contratar o sea aquella en que se fija por tiempo indefinido, considera que su importancia radica en el hecho de que las partes no sabrán cuando el costo de la vida puede hacer cambiar la economía de la empresa para poder solicitar la revisión del contrato colectivo. Así mismo hay quienes consideran que celebrar un contrato por tiempo indefinido va en perjuicio de la parte trabajadora, puesto que el costo de la vida puede ir aumentando mientras a los trabajadores del sindicato contratante se le sacrificará por mantener la paz contraída sin permitirles reclamación de sus condiciones.

Estas tres modalidades las encontramos en la ley de Contratación Colectiva de nueve de Agosto de 1950 cuando al hablarnos del contenido del contrato colectivo en el Art. 4 literal c) establece que en el contrato colectivo de trabajo se expresará “La duración del contrato, ya sea por un período determinado o INDEFINIDO o por el tiempo necesario para la ejecución de una obra”.

Esto lo encontramos en la ley de contratación colectiva publicada en el Diario Oficial del 17 de abril de 1952, que en su Art. 12 inciso 2° de la letra c) decía: “Si las condiciones económicas del país variaren sustancialmente, podrá cualquiera de las partes pedir, aún antes de la terminación del plazo de su prórroga, la revisión del contrato colectivo de trabajo”, la cual fue derogada por el actual Código de Trabajo. 

Con sobrada razón consideramos este cambio como equitativo puesto que si en una empresa donde el factor trabajo y capital constituyen las bases fundamentales de la producción se opera un cambio bonancible, es justo que de esas condiciones bonancibles se le dé participación al elemento trabajador, permitiéndose al sindicato el derecho de pedir un cambio en las condiciones originales pactadas. Igual derecho le debe caber a la parte patronal a quien no sería justo que se le obligara a mantener en pié las condiciones pactadas en el contrato colectivo, con el sindicato cuando ya las condiciones económicas sean precarias, distintas de las originales.

Consideramos que el cambio es acertado porque si fuesen las condiciones económicas del país las que sirvieran de base para intentar la revisión se darían los casos de que el país estuviera pasando por un período de bonanza en tanto la empresa por un período de crisis y viceversa. Porque qué otra cosa podría ocurrir si el país pasara por una época bonancible en su economía mientras la empresa luchara desesperadamente en el período crítico de su economía.

Estamos frente al caso de la teoría de la imprevisión que revista relevancia especialmente en los contratos de tracto sucesivo o de ejecución diferida. Y es que el principio predominante en todo contrato es el de la obligatoriedad de los mismos, pero que admite excepciones cuando ciertas causas de naturaleza extraordinaria e imprevisibles llegan a alterar sensiblemente las condiciones del deudor, lo que representa que su situación se vuelve más gravosa para el cumplimiento de la prestación, por lo que tiene que recurrir al juez para que revise el contrato y que en vista de que las condiciones originales han desaparecido se modifiquen las cláusulas del mismo.

Los autores consideran que esto tiene su asidero en razones de justicia y de equidad, ya que las partes cuando pactaron lo hicieron tomando como base circunstancias normales, naciendo así la vinculación jurídica pero que estas condiciones desaparecen después por causas extraordinarias e imprevisibles lo que pondría al deudor en situación difícil de cumplir la prestación. Luego tenemos que es de justicia que mediante la modificación de las cláusulas se coloque a las partes en igualdad de condiciones como las existencias cuando se decidieron contratar.

La modificación es una especie de revisión, pero nuestra ley confunde estos términos cuando nos dice que “si las condiciones económicas de la empresa variaren sustancialmente, cualquiera de las partes puede pedir aún antes de la terminación del plazo o de su prórroga, la revisión del contrato colectivo”. Debió decir la MODIFICACION.

Se dice revisión con el objeto de confirmar que se trata del mismo contrato colectivo de trabajo y que por tanto no se ha terminado su vigencia. De donde resulta que hay que revisar las condiciones anteriormente pactadas y que por esa razón se entiende que se prorrogan las condiciones anteriores.

Por ello nos dice el Art. 229 “que los efectos del contrato se prorrogarán mientras duran las negociaciones del nuevo contrato colectivo” Esto viene a confirmar lo que ya hemos dejado expuesto.

Cualquiera podría sostener que en este caso en vista de que el sindicato se encuentra atado para la revisión del contrato colectivo de trabajo debido a que no puede plantear conflictos de carácter económico donde la huelga es el arma de presión con que cuenta el sindicato para forzar a la parte patronal a celebrar o revisar el contrato colectivo, pero que en estos casos no puede hacer uso de ella por la prohibición establecida en la Constitución, salvo que se efectuara en forma voluntaria.

Ante este obstáculo consideramos que siendo el Estado el interesado a que se revisen las condicione pactadas en el contrato colectivo debe de pedir la revisión o modificación según el caso al sindicato y no hacerlo a través de la Asamblea Legislativa, porque entonces no se estaría respetando el orden jurídico existente porque si bien es cierto que la Asamblea en sus decisiones no está sujeto a impero alguno, también es cierto que como poder del Estado lo representa en el desarrollo de esa función, y que siendo los antes autónomos el Estado mismo puesto que su forma y estructura se ha concebido en el Derecho Administrativo para lograr que los servicios públicos sean prestados con mayor eficiencia y con mejor conocimiento de la especialidad, pero esto no quiere decir que dentro de la organización jurídica del Estado, dentro del orden jurídico del mismo, no sea una misma cosa, de donde tenemos que sería a todas luces violado el contrato colectivo en sus estipulaciones si el Estado tomando en cuenta las condiciones económicas precarias del país no aprobara el presupuesto de la institución oficial autónoma donde estén contemplados las conquistas obtenidas por el sindicato en la contratación. En esta forma los trabajadores a través del sindicato como titular del derecho de contratar habrán salvado ser burlados por el Estado aparentemente.

Pero resulta que los conflictos colectivos desembocarían en multas que se le tendría que imponer al Estado. Y en el caso que se multe a esta ente, sabemos que la multa pasa a formar parte del fondo general del mismo. Luego no se satisfacen sus peticiones, entonces será necesario que los trabajadores puedan demandar individualmente con apoyo en la sentencia que condene al Estado al incumplimiento y por el desmejoramiento de sus condiciones económicas.
CAPITULO V

ESTUDIO SOBRE LA NULIDAD Y TERMINACIÓN DEL CONTRATO COLECTIVO DE TRABAJO

LA NULIDAD.

La nulidad es un grado de imperfección de los actos jurídicos y que se contrapone a la validez de los mismos. La nulidad es una sanción impuesta por la ley en cuya virtud el acto queda privado de sus efectos.

De ahí que podemos considerar que el acto nulo es aquel que a causa de un vicio de que adolece y que es sancionado por la ley, se encuentra privado de efectos. Con la nulidad se logra que las cosas vuelvan al estado en que se encontraban antes.

Ahora bien si ya dejamos sentado como principio de esta tesis que lo llamamos contrato colectivo de trabajo, no es tal contrato de naturaleza civil tal como lo quisieron asimilar aquellos autores que lo estudiaron, sino que es un acto jurídico producto de los titulares; sindicato de trabajadores y patrono y que va a repercutir en la categoría profesional y económica. Y será desde este punto de vista desde donde conviene partir para ver si es posible que la teoría de la nulidad del derecho común le sea aplicada en su totalidad. Comprenderá asimismo cuando y como tendrán que ser revisadas las cláusulas estipuladas, el imperio del mismo así como las circunstancias de pedir su modificación.

En el dado caso de que el contrato sea anulado por algún motivo que la ley establece para su validez que desaparecer el plazo, y las partes se encontrarían en la situación de no haber contrato nunca y por supuesto en condiciones de poder pedir cualquiera de ellas la celebración de un nuevo contrato.

Es necesario también que consideremos dos momentos en la vida del contrato para poder entrar de lleno al estudio de la nulidad, aplicada a esta figura jurídica. Estas dos situaciones serán las siguientes: a) cuando al celebrarse el contrato colectivo este no ha entrado en vigencia, es decir no ha producido efectos jurídicos y b) cuando ya entró en vigencia y el contenido alcanzado servirá de base a los contratos individuales de trabajo.

Si el contrato colectivo es anulado en uno u otro caso, la envoltura desaparece, o sea que la nulidad retrotrae sus efectos al pasado, y las cosas vuelven al estado que tenía antes.

Cuando en el contrato colectivo de trabajo no ha producido ningún efecto todas sus estipulaciones no tienen ningún valor al declarse la nulidad. De tal suerte que el problema solamente se presentará si ha producido efectos jurídicos.

Determinamos asimismo que también en el contenido del contrato colectiva, las partes estipulaban condiciones generales y especiales. Pues de estas condiciones al ser declarada la nulidad del contrato colectivo serán las especiales las que tienen que desaparecer ya que las condiciones generales tal como lo hemos visto son las que servirán en el futuro como molde que tendrá que respetar los contratos individuales de trabajo y por tanto permanecerán inamovibles con sólo el hecho de pasar a los contratos individuales se vuelven autónomos y vivirán con absoluta independencia al contenido que les dio su vida.

De tal suerte que aún en el caso de que el contrato colectivo sea declarado nulo o inexistente esas condiciones de los contratos individuales no desaparecerán. Esto es debido a que si bien es cierto que las cláusulas de estas relaciones individuales están normadas por el contenido del contrato colectivo pero las relaciones mismas tienen su vida propia.

En cuanto a las cláusulas que servirán para garantizar las condiciones generales y las condiciones especiales se aplicarán el derecho común, puesto que desapareciendo los efectos del instrumento es como que nunca haya habido algo, y por tanto tienen que desaparecer esas garantías, que servirían para su efectividad, porque en esa situación ya no habría que estar garantizado.

El mismo criterio tendríamos que aplicarle a las cláusulas transitorias, si consideramos que éstas aún pueden faltar en la formación del contrato colectiva de trabajo y su ausencia no le perjudica en nada.

Se puede decir además que la nulidad en el contrato colectivo de trabajo se puede presentar en el caso de que llegaren a faltar los requisitos de capacidad de alguna de las partes contratantes, el consentimiento o que tuviere un objeto ilícito.

En estos casos consideramos que cualquiera de los titulares de la contratación del contrato colectivo la podría pedir, y no esperar hasta que la otra parte lo haga.

La petición de nulidad tendría que plantearse ante los Tribunales laborales, pero resulta que tal como se encuentra nuestra ley no es permitido. Esta situación se daría sólo haciendo una especulación científica. Además sería objeto de un conflicto colectivo de carácter jurídico porque los de carácter económico tienen por objeto la revisión o celebración del contrato colectivo.

También nos encontramos al revisar los conflictos colectivos de carácter económico conforme el Art. 394 C.T. que tienen por objeto el cumplimiento o interpretación de una norma existente en un contrato o convención colectivos de trabajo siempre que con ello se afecte el interés profesional. Como se puede notar no comprende el caso de la nulidad, que podría presentarse.

Terminación del Contrato Colectivo

Podemos afirmar que hasta estos momentos no existe una doctrina acabada sobre la terminación del contrato colectivo de trabajo. Para ello partiremos siempre de los elementos que hemos distinguido en el contenido del contrato colectivo. Así encontramos que hay causas que ponen fin al contrato colectivo, y dejan vivo el aspecto normativo del mismo, ya que está representado por las condiciones generales de trabajo, las cuales entran a formar parte del contenido autónomo de los contratos individuales de trabajo, quienes continúan vigentes, no obstante la extinción de su fuente.

Hay otras causas de terminación que los efectos que producen no solamente repercuten en el propio contrato colectivo sino que también en las relaciones individuales de trabajo que son alimentadas con el contenido del mismo en este caso los efectos de las causas de terminación alcanzan todas las partes del contrato colectivo de trabajo incluso el aspecto normativo del mismo, dando también por finalizado los contratos individuales de trabajo a pesar de tener estos vida independiente.

Se encuentra otras causas que dando por terminados los contratos individuales de los trabajadores sin embargo dejan subsistente el contrato colectivo de trabajo. Luego si desaparece esta parte contratante, interesada desde luego que el contrato colectivo celebrado dure por el tiempo estipulado de desaparecer un sujeto de la relación jurídica ya no habría entonces interés en las consecuencias o alcances que podrían derivarse del mismo contrato.

Sin embargo la realidad que se presenta, está muy alejada de lo que podría ocurrir en materia civil. De donde resulta que no obstante la desaparición del sujeto contratante sindicato de trabajadores, lo cierto es que el patrono tiene que respetar las condiciones de trabajo surgidas del contrato colectivo y que pasaron a los contratos individuales de trabajo de los trabajadores sindicalizados o no sin discriminación alguna, ya de trabajadores presentes o futuros.

Como ejemplo de las causales de terminación que dan por resultado la terminación tanto del contrato colectivo como de las relaciones individuales de trabajo como en el caso de que se contrate para la ejecución de determinada obra, así como también cuando ocurre un agotamiento de la materia objeto de la industria extractiva o cuando hay un cierre total de la empresa.

En el primer caso, si la obra ha terminado es claro que el contrato colectivo también habrá llegado a su fin. De ahí que terminada la obra terminan todas las relaciones laborales existentes, es decir el contrato colectivo y los contratos individuales de trabajo. En el caso de que la materia extractiva sufra un agotamiento también se da por finalizados los contratos individuales y el contrato colectivo. De tal suerte que aunque las partes contratantes hayan fijado un plazo, si ocurre un hecho extraordinario como es el caso de que en la mina que se está explotando las vetas naturales del material que es objeto de tal explotación, sufre un agotamiento que no permita continuar laborando traerá como consecuencia la muerte del contrato colectivo y de los contratos individuales. Esta causal de terminación a nuestro modo de ver puede dar lugar a ciertas injusticias que repercutirían en perjuicio de la clase trabajadora, si tomamos en cuenta lo poco avanzado que se encuentra la técnica de la explotación en nuestro medio y si tomamos también en cuenta que el agotamiento de la materia no podría ser absoluto, y entonces la empresa saldría gananciosa porque no teniendo ninguna responsabilidad en esa mina donde habría agotamiento se podría llevar a cabo nuevas exploraciones en otros lugares. Por eso el agotamiento de la materia debe ser objeto de prueba.

En el caso de que la empresa sea cerrada por el patrono indudablemente tiene que terminar el contrato colectivo y los contratos individuales, puesto que deja de existir como tal por la paralización completa de sus actividades. La ausencia de esa comunidad obrera del sindicato contratante no le afecta en su vigencia. Lo que sucedería es que el sindicato contratante perdería interés en este contrato por no tener miembros a quienes defender sus intereses profesionales. Sin embargo no desaparecería la posibilidad remota de que lleguen nueva gente y se afilie al sindicato contratante y entonces el contrato colectivo se volvería funcionante sobre esa población del sindicato y este ya tendría nuevamente interés en la defensa de sus intereses económicos y sociales.

De tal suerte que aunque se dé la situación de un contrato colectivo donde no haya en un momento dado personal sindicalizado, no por ello termina y continuará vigente hasta vencerse el plazo si se ha estipulado o hasta su terminación por cualquier causa.

Con esta causal, si bien es cierto que el contrato colectivo termina, no sucede así con el elemento normativo el cual continuará viviendo en los contratos individuales de trabajo.

Otras de las causales de terminación que se nos trae a cuenta es la incapacidad física o mental del patrono que imposibilite la continuación de las labores en la empresa.

Llegamos a comprender que la verdadera causal de terminación de contrato es la imposibilidad de continuar las labores de la empresa. Y esto resulta de que puede suceder de que las condiciones personales del patrono no sean determinantes para la continuación de las labores ya que se podría dar el caso de que hubiera incapacidad física o mental de la parte patronal, pero si es posible la no interrupción de las labores de la empresa, debido a que sus herederos o continuadores estén en capacidad de mantener el mismo ritmo de las labores, no creemos que podemos estar hablando de la terminación de contrato alguno. En cambio cosa distinta puede ocurrir cuando se trata de un patrono, para el caso de un técnico cuya labor personal no pueda ser sustituida por otra persona, y que se encuentre incapacitado por cualquier causa, incapacidad que puede ser de índole física o podía estar afectado por un estado de enajenación mental, con sus facultades mentales perturbadas los que traería como consecuencia la imposibilidad que la empresa continuara desarrollando sus labores. Esta situación produciría la terminación del contrato de trabajo.

Notamos como los conocimientos, facultades o aptitudes personales del sujeto incapacitado en este caso que nos ocupa, son bases fundamentales para la terminación del contrato siempre que la ausencia patronal, haga imposible la continuación de las labores como consecuencia directa de que sus sucesores no reúnan los requisitos de este último.

Con esta causal de que hay imposibilidad de continuar las labores en la empresa como consecuencia de esas situaciones mencionadas en que se puede encontrar el patrono termina el contrato colectivo de trabajo con todo su contenido al igual que las relaciones individuales de trabajo.

También termina el contrato colectivo de trabajo, con la quiebra o liquidación de la empresa o establecimiento.

La quiebra la define nuestro Código de Comercio como el estado del comerciante que cesa en el pago corriente de sus obligaciones.
Sobre la liquidación podemos decir que se entiende como el conjunto de operaciones que tienen a fijar el haber divisible de una persona, y la determinación de ese haber se lograr realizando las operaciones jurídicas con terceros respecto de los cuales se puede estar o en situación de deudor o en situación de crédito.

Con relación a la quiebra consideramos de que la declaratoria de la misma pondrá fin al contrato colectivo de trabajo, pero no así a las actividades de la empresa puesto que estas continuarán hasta que el síndico de la quiebra lo decida tomando en cuenta también de que toda quiebra tiene que llegar a la liquidación del patrimonio del deudor. Pero en cambio aquel contenido que pasó del contrato colectivo hacia los contratos individuales de trabajo, siempre continuará vigente en forma autónoma ya que no hay todavía paralización de las labores de la empresa o establecimiento.

El panorama se presenta distinto en la liquidación donde contrato colectivo y relaciones individuales de trabajo tienden a desaparecer con la extinción de las actividades de la empresa.

En cuanto al agotamiento de la materia objeto de la industria estractivica y al cierre total de la empresa, nos remitimos a lo ya expuesto anteriormente.

Por último podemos decir que las partes pueden estipular como causal de terminación del contrato colectivo de trabajo cualquiera otra, como dijéramos alguna especie de cláusula penal cuyo incumplimiento acarrearía la terminación del contrato colectivo de trabajo, no así de los contratos individuales de trabajo.

Así como las partes están obligadas a inscribir el contrato colectivo en la Sección correspondiente del Ministerio de Trabajo y previsión social como una prueba auténtica de su existencia, así también en caso de que el contrato termine las partes se encuentran obligadas a dar el aviso correspondiente con el objeto de que sea cancelada la inscripción del contrato colectivo. Decimos que se encuentran obligadas por los términos que emplea la ley cuando nos dice que las partes deben dar el aviso oportuno.

En lo que respecta a la responsabilidad que puede surgir como consecuencia del contrato debemos tomar muy en cuenta que la empresa responderá con su patrimonio en forma preferente por las obligaciones que se deriven como consecuencia del mismo contrato. Es decir que primero tiene que cumplir con esas obligaciones derivadas del contrato, dejan o en un plano secundario aquellas otras que tenga por otros motivos ajenos al contrato colectivo.

También el sindicato que suscribe un contrato colectivo de trabajo responderá con su patrimonio social por las obligaciones que le corresponden de dicho contrato. Pero responderá preferentemente con el fondo creado conforme el Art. 195 lit j). Pues en este literal se establece la obligación en que se encuentra la asociación profesional de constituir un fondo de reserva al que se destinará el diez por ciento de sus ingresos por lo menos, hasta que alcance la cantidad de cinco mil colones a demás se establece en dicho literal que este fondo servirá para garantizar el cumplimiento de las obligaciones de la asociación profesional y que será reintegrado cuantas veces se reduzca por cualquier causa.
CAPITULO VI

CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES

Consideramos que del anterior trabajo hemos llegado a las conclusiones siguientes:
I) Que las relaciones laborales se encuentran regidas por normas de carácter general entre las que podemos citar: la ley, el reglamento interno de trabajo, el contrato ley, el contrato colectivo de trabajo, la costumbre y la sentencia, que resuelven conflictos colectivos, siendo todas ellas fuentes creadoras de derechos.

II) Que es un error de técnica jurídica el querer asimilar el contrato colectivo de trabajo con algún contrato del Código Civil.

III) Que debemos de comprender que lo que nuestro Código de Trabajo llama Contrato Colectivo de Trabajo, no es verdaderamente un Contrato sino que se trata de un acto jurídico de la naturaleza que ya lo dejamos expuesto. Y que ya es tiempo que comprendamos que como figura no encaja en los moldes de la tradición civilista sencillamente porque pertenece a una ciencia nueva como es el Derecho de Trabajo, y que debe de ser bajo los perfiles de este campo jurídico desde donde se deben plantear los enfoques correspondientes.

IV) Que para facilidad de nuestro estudio le continuaremos llamando Contrato Colectivo de Trabajo, pero que ya es tiempo que los estudiosos del Derecho lo denominen con otro nombre, porque como ciencia nueva que es el Derecho de Trabajo debe crear nuevas figuras jurídicas y nuevos procedimientos para no entrar en confusiones con la materia civil.

Con base en ello podemos decir que el contrato colectivo de trabajo es de naturaleza solemne.

V) Que la inscripción en la sección de Sindicatos y de Contratación Colectiva del Ministerio de Trabajo y Previsión Social no le da vida al Contrato y que la inscripción o la certificación que se extiende de esa sección sólo producirá efectos de carácter procesal.

VI) Que tal como se encuentra regulado el Contrato Colectivo de Trabajo y la Convención colectiva de Trabajo son una misma cosa, porque no creemos que la diferencia radique entre estas dos instituciones solamente por los sujetos que participan en la contratación. Que el error viene desde su origen y que nuestros legisladores han querido en forma artificiosa corregir el error constitucional. Aunque ya dejamos también demostrado como convención y contrato son cosas diferentes.

VII) Que el contrato colectivo de gran importancia para la clase trabajadora tomando en cuenta que la ley siendo lenta en su evolución llega a veces a desligarse de la realidad, y que entonces es a través de este instrumento como el sindicato logra mejores prestaciones para la clase trabajadora.

VIII) Que también para la empresa es de gran ventaja porque marca un período de paz entre los sujetos contratantes.

IX) Que las luchas de nuestros trabajadores ha sido incansable al extremo de lograr que este instrumento jurídico hay sido elevado a la categoría de precepto constitucional.

X) Que si actualmente los sujetos titulares del derecho celebran contratos colectivos de trabajo, son sindicato y patrono no ha sido este el criterio uniforme que se ha mantenido, sino que a veces se le ha concedido a grupos de trabajadores o a sindicatos en lo referente a los trabajadores, pero que consideramos que solamente a través de los sindicatos se pueden defender con más ventajas los intereses de la clase trabajadora.

XI) Que en nuestro medio las asociaciones de segundo y de tercer grado no tienen asidero constitucional en el Art. 192 C.P. si tomamos en cuenta la historia fidedigna de su establecimiento.

XII) Que se nos habla de instituciones semi-autónomas en nuestras leyes, de las cuales no hemos encontrado ejemplo en nuestro ordenamiento jurídico, por lo que creemos que esto no es sino que el error de siempre de copiar de otras legislaciones sin tener conocimiento completo de las instituciones que se transplantan.

XIII) Que los sindicatos que se formen en instituciones oficiales autónomas y demás solamente pueden constituir sindicatos de empresa y que solamente pueden contratar colectivamente en forma voluntaria, ya que hay un principio constitucional que prohíbe la huelga a los empleados del Estado.

XIV) Que nuestra legislación ha dado un paso de avanzada al establecer la obligación para celebrar contrato colectivo no solamente a la clase trabajadora sino que también a la clase patronal. Porque hay legislaciones como la mexicana que establece la obligación sólo para el patrono porque consideran que el derecho del trabajo solamente debe ser para favorecer a los trabajadores. La justificación de esta obligación ya la dejamos demostrada.

XV) Que es la voluntad de las partes contratantes la que determinará la fecha en que el contrato colectivo de trabajo entrará en vigencia, fecha que puede ser antes de la inscripción, coincidir con ella o varios días después.

XVI) Que nuestra ley ha confundido los términos modificación y revisión del Contrato colectivo de Trabajo

XVII) Que una vez que el contrato colectivo de trabajo ha entrado en vigencia, al pasar su contenido a los contratos individuales de trabajo, este contenido toma vida en forma independiente del contrato colectivo, de tal suerte que si este termina, por cualquier causa puede en ciertas circunstancias continuar en los contratos individuales de trabajo.

XVIII) Que el contrato colectivo entre nosotros es de carácter normativo, es decir que sirve para establecer las bases o los moldes que le servirán a los contratos individuales de los trabajadores presentes o futuros, sindicalizados o no.

XIX) Que para aplicar la teoría de la nulidad no pensemos con mentalidad civilista considerando que las cosas vuelven al estado en que se encontraban antes. Porque cuando ya el contenido del contrato colectivo ha pasado al contrato individual ni la inexistencia del contrato colectivo, ni la nulidad del mismo puede hacer cambiar la nueva situación de los contratos individuales.

XX) Que los efectos del contrato colectivo de trabajo no solamente se extienden a los trabajadores sindicalizados sino que también a los trabajadores que no lo son; lo mismo que a los trabajadores presentes y futuros.

XXI) Que la ley en el Art. 199 del Código de Trabajo cuando nos habla de la aprobación por la Asamblea General o de la Seccional o Subseccional del Sindicato del Contrato Colectivo de Trabajo, solamente se refirió al sindicato de empresa, dejando afuera por tanto a los de gremio y a los de industria.

Sobre las recomendaciones podemos decir lo siguiente:
1°) Que el Art. 224 se reforme en el sentido siguiente: “El contrato colectivo de trabajo es el que se celebra entre un sindicato de trabajadores y un patrono, o entre un sindicato de trabajadores y un sindicato patronal, con el objeto de establecer las condiciones que servirán de base a los contratos individuales de trabajo, así como los derechos y obligaciones de las partes contratantes, durante la vigencia del mismo.

2°) Que en el Art. 229 donde dice: Si las condiciones económicas de la empresa variaren sustancialmente, podrá cualquier de las partes pedir, aún ates de la terminación del plazo o de su prórroga, la revisión del contrato colectivo”, pues se debe decir modificación en vez de revisión.

3°) Que el inciso tercero del Art. 232 no nos dice nada nuevo, de tal suerte que puede ser suprimido y no afectaría en nada. Y esto se debe a que lo manifestado en dicha disposición está de acuerdo a que los trabajadores no pueden renunciar a aquellos derechos que las leyes laborales los pueden.

4°) Que debido a que nuestras asociaciones de segundo y tercer grado no tienen asidero constitucional, y ya sabemos que toda ley secundaria debe ser el desarrollo de un principio constitucional y para que las Federaciones y Confederaciones tengan asidero constitucional tal disposición deberá redactarse tal como aparecen en la Carta de Garantías Sociales de Bogotá o sea en la siguiente forma: “los patronos, empleados privados y obreros sin distinción de nacionalidad, sexo, raza, credo o ideas políticas tiene el derecho de asociarse libremente para la defensa de sus respectivos intereses, formando asociaciones profesionales o sindicatos, que a su vez, puedan federarse entre sí.

Estas organizaciones tienen derecho a personalidad jurídica y a ser debidamente protegidas en el ejercicio de sus funciones. Su disolución o suspensión sólo podrá decretarse en los casos y con las formalidades determinadas por la ley.

Las condiciones de fondo y de forma que se exijan para la Constitución y funcionamiento de las organizaciones profesionales y sindicales no deben coartar la libertad de asociación.

La formación, funcionamiento y disolución de federaciones y confederaciones estarán sujetos a las mismas formalidades prescritas para los sindicatos.

Los miembros de las directivas sindicales deberán ser salvadoreños por nacimiento, y durante el período de su elección y mandato no podrán ser despedidos, trasladados o desmejorados en sus condiciones de trabajo, sino por justa causa calificada, previamente por la autoridad competente.

5°) Que cuando la ley nos habla de la aprobación del contrato colectivo de trabajo por la Asamblea General, o de la Seccional o subseccional no sólo debe comprender a los trabajadores del sindicato de la empresa, sino que también a todos los trabajadores del sindicato interesado en el contrato colectivo.
Final del formulario

